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PRESIDE: Señor Representante Luis Puig. 


MIEMBROS: Señores Representantes Cecilia Eguiluz, Pablo Iturralde Viñas, Raúl Olivera, Martín 
Tierno y Carmelo Vidalín. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Oscar Andrade y Gustavo A. Espinosa. 


ASISTEN: Señores Representantes Dionisio Vivian y Juan C. Souza. Por la Comisión de Derechos 
Humanos, señores Representantes Daniela Payssé y Esteban Pérez. 


INVITADOS: Por el Directorio del INAU: maestra Nora Castro, Presidenta; señor Jorge Ferrando, 
Director; socióloga Ivonne Martínez, Asistencia Técnica; doctor Gustavo Pérez Vilche, 
Asesor y señor Angel Sánchez, Asistente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Puig).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a la delegación del Directorio del INAU, integrada 
por la señora Presidenta del INAU, maestra Nora Castro; el señor Director del INAU, psicólogo Jorge 
Ferrando; la asistente técnica, socióloga Ivonne Martínez, y los asesores, doctor Gustavo Pérez Vilche y 
señor Ángel Sánchez. 


Queremos trasmitirles que fueron invitados a participar en esta reunión los integrantes de la Comisión de 
Derechos Humanos, estando presentes, hasta ahora, la señora Diputada Payssé y el señor Diputado Espinosa; 
esperamos que se hagan presentes otros Diputados. 


Cursamos esta invitación al Directorio del INAU, al mismo tiempo que le enviamos la versión taquigráfica 
de la reunión que mantuvimos con el Sindicato del INAUÚ, porque nos parecía importante que la Comisión 
lograra trasmitir al Directorio como lo trasmitió al Sindicato la posibilidad de buscar ámbitos de diálogo de 
carácter permanente que permitan el desarrollo de una función que sabemos compleja y difícil, que tiene que 


ver con los niños y adolescentes de Uruguay. Para ello, todo lo que podamos hacer a fin de contribuir a un 
mejor clima de todas las partes que participan en el Instituto, nos parece importante. 


SEÑORA CASTRO.- En nombre del INAU, muchas gracias por convocarnos y recibirnos en el día de 
hoy para tratar estos dos puntos importantes en la vida de la Institución. 


Haciendo acuerdo totalmente con lo expresado por el señor Presidente, ¡vaya si será importante el tema de las 
políticas de infancia y adolescencia! Quiero expresar que, quizá, sería mucho más beneficioso tener la 
posibilidad de tratar en más oportunidades las temáticas que hacen a las políticas de infancia y adolescencia 
en todos los ámbitos de la sociedad uruguaya, incluyendo al ámbito parlamentario, y pasar de ese casi 
consenso a nivel de la palabra de que en nuestros niños, niñas y adolescentes está el futuro y fijarnos también 
un poco en el presente. 


A partir de esta convocatoria, nos queda claro que hay, por lo menos, dos puntos a tratar: uno que tiene 
relación con investigaciones que se están realizando en el Instituto a algunos funcionarios y otro que tiene 
que ver con una situación referida a los contratos. A los efectos del ordenamiento, comenzaremos por el 
segundo punto, relativo a los contratos, en tanto nos parece que es más fácil para hacer las precisiones y que 
tiene una dinámica distinta. 


Con relación a los términos que anteceden a esta situación, sabido es que nuestro Instituto cubre muy 
distintas áreas, ya sea la situación de amparo, el trabajo en tiempo parcial, como la situación de trabajo para 
jóvenes infractores, y me estoy refiriendo no solo a los jóvenes privados de libertad, sino también a aquellos 
con los que se trabaja en medidas alternativas, que son aproximadamente trescientos en todo el país, y es 
bueno decir que los menores índices de reincidencia 0,5% se encuentran, precisamente, en estos jóvenes que 
están con medidas alternativas. Señalo que el Instituto trata de priorizar las medidas alternativas, tal como lo 
dispone no solo la Convención, sino nuestro propio Código. Entonces, la "demanda" entre comillas de 
personal y la capacitación del personal es realmente una situación permanente en el Instituto. En el caso 
concreto de SEMEJI, hemos estado en esta situación, pero el año pasado 2009 nos encontramos con algo que 
todos ustedes conocen muy bien, por ser parlamentarios, que es la limitación durante un año electoral. A 
pesar de ello, debido a las gestiones que el Directorio del Instituto realizó a nivel del Poder Ejecutivo y con la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, pudimos encontrar un mecanismo para hacer un llamado a concurso 
durante el año 2009, con todas las etapas correspondientes: una teórica, que constaba de dos partes, y una 
práctica, con examen psicolaboral, etcétera. Todo esto fue llevado a su tiempo, lo que es una garantía para la 
Institución. Sin embargo, mientras se desarrollaba este mecanismo éramos conscientes de que las necesidades 
seguían apremiando. Ahí se resolvió utilizar otro mecanismo, habilitado legalmente, que es convocar a un 
ingreso por sorteo. 


Acá quiero hacer un paréntesis. Sin embargo, debo decir que estas no fueron las únicas medidas para atender 
la situación que tenía la Institución en el último trimestre del año 2009. Me refiero a que nos encontramos 
con una cantidad de muchachos y muchachas con privación de libertad y con la proximidad de la feria mayor. 


En este país, a pesar de que existe habilitación para que durante la feria mayor se den medidas sustitutivas, 
usualmente sucede que hay una mayor cantidad de muchachos porque no se dan libertades, y la situación se 
vuelve más compleja. 


Paralelamente a este llamado a concurso y al ingreso por sorteo, la mesa de relacionamiento entre el INAU y 
el Poder Judicial pudo instrumentar convocatorias, visitas de los defensores y de las señoras y señores Jueces 
a los muchachos cuyas causas estaban para ser estudiadas. Allí se resolvió una serie de medidas sustitutivas. 
Planteo esto para que se vea la integralidad de las medidas que se adoptaron. 


La gente que entró por sorteo lo hizo con una modalidad de contrato eventual a término cuyo plazo vencía el 
31 de diciembre de 2009. ¿Por qué? Porque en realidad teníamos previsto que quienes habían concursado 
entraran el 1 de enero de 2010; como todos sabemos, la feria mayor termina el 1” de febrero de 2010. A 
pesar de las medidas tomadas, la gerencia del SEMEJL, las señoras Directoras de Programa, tanto de 
Montevideo como de la Colonia Berro, junto con el Directorio, entendieron pertinente prorrogar hasta el 1* 
de febrero de 2010 los contratos de los funcionarios que deberían haber cesado al 31 de diciembre de 2009, 
Debo destacar que, por supuesto, esto se hizo con cargo a las arcas bastante acotadas de la propia Institución. 


Luego hubo una siguiente prórroga hasta el 28 de febrero y, posteriormente, hasta el 31 de marzo. Quiero 
aclarar que quienes habían ingresado por sorteo eran ochenta y cuatro personas con los requerimientos 
necesarios; inclusive, algunos de los que habían dado concurso también se anotaron para el sorteo. A esta 
altura, ya habían ingresado estas ochenta y cuatro personas por sorteo que están trabajando y los ciento 
veinticinco ciudadanos que lo hicieron bajo el régimen de concurso. Es decir que, en este momento, están 
trabajando ciento veinticinco personas, más ochenta y cuatro. 


Aclaro porque después se verá reflejado en el proyecto de presupuesto que esta cantidad no cubre las 
necesidades, ya que faltan muchos funcionarios, sobre todo técnicos. | Cuando hablo de técnicos, me refiero a 
los señores y señoras abogadas, a los psiquiatras, a los psicólogos y a los asistentes sociales. 


Entre otras cosas, mencionaría dos situaciones o problemas. Uno sucede porque las compensaciones 
salariales dentro del INAU son un poco más bajas que en otros organismos del Estado. Es por ello que la 
gente se presenta, concursa y opta por otro. 


Otra de las situaciones se da porque no existen lugares públicos en los que se den las especializaciones 
correspondientes. Entonces, hay gente muy buen calificada y preparada que concursa en nuestra institución 
pero luego, cuando se encuentra con la realidad, se retira porque no era el perfil que esperaba. 


Como dijimos, al 31 de marzo debían caducar los contratos prorrogados por el mes de enero, febrero y marzo 
de 2010, que debían haber terminado al 31 de diciembre. 


Me gustaría que el Director Ferrando se refiera a cómo evolucionó la situación desde el 31 de marzo a la 
fecha. 


SEÑOR FERRANDO.- Para complementar la información, debo decir que se da una instancia en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, espacio de negociación utilizado a lo largo de todo 2009 y 
2010 a efectos de dirimir distintas situaciones de conflicto en el ámbito laboral. El 26 de marzo se llegó 
a un acuerdo por el cual se estableció la posibilidad de que un grupo de estos trabajadores 
involucrados continuaran cumpliendo funciones por ciento veinte días más, a través de un convenio 
con el Ministerio de Desarrollo Social. 


Tengo entendido que en la oportunidad en que se hicieron presentes las autoridades del SUINAU se hizo 
referencia al tema y se entregó copia de este acuerdo en el que se establece claramente que los trabajadores 
involucrados continuarán dependiendo funcionalmente del INAU, pero que serán contratados por una 
asociación civil, etcétera. De todos modos, allí no se establece el número de trabajadores. Es más: en el acta, 
cuando se da lectura al convenio, se habla de ochenta y cuatro funcionarios. El convenio no determina la 
cantidad porque entendemos que es potestad de la Administración definir ante contratos que ya habían 
vencido en su plazo si de acuerdo al desempeño de ese conjunto de trabajadores estaban dadas las 
condiciones para continuar trabajando. 


De la evaluación realizada por los Directores esto fue planteado en la sesión del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, la Administración con la autoridad que le compete definió que había nueve personas que 
no cumplían con los requisitos de desempeño. En la medida en que esto fue cuestionado y planteado por 
parte del SUINAU y dado el nivel de conflictividad frecuente por parte del sindicato hacia el Directorio se 
eligió el ámbito del Ministerio para dirimir los conflictos y a pedido expreso se solicitó la participación de 
COFE y del PIT-CNT, en ejercicio de la potestad de la Administración, entendimos que había nueve contratos 
que no debían ser renovados. Además, quiero señalar que entendíamos que el acuerdo bipartito estaba 
fuertemente bloqueado por diferentes actitudes y hechos de la Dirección del SUINAU. 


Dada la participación de COFE y del PIT-CNT en la intermediación planteada, se creó un espacio bipartito 
para analizar las nueve situaciones y se dio la posibilidad a los trabajadores para que presentaran sus 
descargos. El equipo bipartito integrado por la Dirección General del INAU y por las Direcciones 
correspondientes de Montevideo y de la Colonia Berro decidió hacer una prórroga por dos meses a estos 
nueve funcionarios, con una pauta de evaluación estricta de su desempeño. Por lo tanto, en el término de dos 
meses se definirá su continuidad. Esto fue acordado en ese ámbito y quedará para ser refrendado en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Más allá de la valoración que hace el Directorio acerca de la iniciativa de esta Comisión, nos parece que el 
camino seguido por el SUINAU no es el correcto en la medida en que desde 2009 hay un espacio en el 
Ministerio con la participación de COFE y del PIT-CNT donde se han tratado y resuelto gran parte de los 
conflictos planteados. 


Como ustedes sabrán, hay un acta de acuerdo del 26 de marzo de 2010 que establece las bases. Si de parte del 
SUINAU se entendía como sucedió que había algún punto que no estaba siendo contemplado, lo más lógico 
hubiese sido convocar a una reunión en el Ministerio para solucionar el tema. 


SEÑORA CASTRO.- En realidad, esta próxima instancia en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social con la tripartita tiene que ver no solo con la situación descrita sino con que, además, hemos 
conseguido la prolongación de todos los contratos excepto los de estas nueve personas, con una vigencia 
sujeta a evaluación en dos meses a cinco meses en lugar de a cuatro. Esto nos da un período mayor 
para la instrumentación del concurso abierto a fin de que se presente la gente y pueda incorporarse a 
los trabajadores. 


Ahora quiero referirme a los hechos que llevaron a la investigación administrativa que se inició el 16 de julio 
de 2009 y que, en realidad, ocurrieron durante el invierno pasado. El Directorio del INAU y nosotros, como 
simples ciudadanos, toma conocimiento de los hechos por la observación en medios televisivos nacionales 
canal abierto de un CD después nos enteramos de que era un CD, de una serie de fotos tomadas al interior de 
los hogares o de los centros, tanto de Montevideo uno puede sacar esa conclusión por sus características 
como de la Colonia, donde se muestra la parte arquitectónica, el estado del mobiliario y los propios 
muchachos. La difusión de estas imágenes se hizo por más de un medio y las fotos fueron claramente 
tomadas algunas con un celular y otras con cámara. Asimismo, la identificación de los jóvenes y del 
momento en que se tomaron las fotos es bastante clara; quizás alguien ponga en duda esto, pero las famosas 
franjas, o distorsión de imagen, que se exigen como condición no están acá claramente establecidas de 
manera de que no se viole el principio de identidad y de privacidad tan claramente definido en el Código y en 
la Convención. 


Por otra parte, estas fotos también muestran distintos momentos en la vida de un centro, lo que para algunos 
funcionarios y para nosotros, como autoridades, nos permite identificar en qué momento se tomaron. Quienes 
conocemos los centros y la vida en los mismos sabemos en qué momento se pintaron tales y cuales lugares y, 
por supuesto, cómo queda un lugar después de un motín. 


A su vez, se nos comunica que estas mismas fotografías fueron entregadas a la Comisión de Derechos 
Humanos de esta Cámara por parte de una delegación del SUINAU. Quiero manifestar que la propia prensa 
señala cuestión que es corroborada luego por las declaraciones de los involucrados en la investigación 
administrativa que vamos a señalar más tarde que es un material proporcionado por el sindicato. 


Ante esta situación, el Directorio del INAU, claramente preocupado, y porque se debe ocupar ya que esta 
obligación no la puede delegar a nadie, resuelve, con fecha 16 de julio de 2009, realizar una investigación 
administrativa, y encomienda a la División Jurídica que ello se efectivice. En tanto, como está claro para todo 
el mundo, la garantía de la independencia técnica está dada a través de la División Jurídica, que establece si 
hubo o no una falta, de qué carácter, y cada una de las personas involucradas, que son cuatro funcionarios 
claramente identificados: Wilson Conde, Claudia Montenegro, José López y Carlos Salaverry. 


Nosotros, desde el inicio y no solamente en este caso, tenemos absolutamente claro que acá se busca el 
accionar, la responsabilidad o no de la persona física, de la persona en concreto, porque la persona jurídica en 
este caso el SUINAU que, por supuesto, tiene personería jurídica no tiene la posibilidad de realizar una 
acción de este tipo. Si nosotros, como Directorio, como autoridad del INAU, no hubiésemos tomado la 
decisión de realizar una investigación reitero y aclaro: investigar no es sancionar sino ver cuál es el nivel de 
responsabilidad que le cabe a cada funcionario, este Parlamento, o quien fuera, estaría en todo su derecho de 
plantear que los que estamos en una situación de ilicitud somos nosotros. Porque la apariencia de 
irregularidad obliga a las autoridades a llevar adelante una investigación y reitero lo queremos dejar bien 
claro; luego vamos a hacer algunas precisiones justamente a la versión taquigráfica de la visita que hicieron 
SUINAU, COFE y PIT-CNT a la Comisión de Legislación del Trabajo, la que tan amablemente nos la hizo 
llegar que investigar no es sancionar. 


Solicito autorización para que nuestro asesor, el doctor Gustavo Pérez Vilche, brinde los fundamentos 
jurídicos de las acciones que ha llevado adelante el Directorio. 


SEÑOR PÉREZ VILCHE.- Entiendo que es pertinente, en forma previa, aclarar que el trabajo de 
investigación administrativa ha sido realizado por los profesionales de la División Jurídica del Instituto 
y le ha correspondido a quien habla, con posterioridad y sin intervención previa, realizar el estudio a 
fondo para comparecer a esta Comisión. 


No escapa a nuestro entender ha sido manejado como un argumento por parte de los integrantes del SUINAU 
que la medida tomada por el Instituto podría estar vulnerando el Convenio N* 87 y 98 y la Ley N* 17.940, a 
lo cual nos hemos abocado cuidadosamente a fin de dar una respuesta primero al Directorio y con 
posterioridad a esta Comisión. 


Desde el punto de vista jurídico, la protección de los derechos sindicales, consagrada en los convenios que 
acabo de mencionar así como en la Ley N* 17.940, no otorga un estatuto especial asimilable al de los 
legisladores o al de los diplomáticos. Como todos sabemos, estos tienen inmunidad inclusive contra acciones 
legales legítimas que se les hubieren de iniciar en su contra. Es decir que están protegidos por un estatuto 
especial ante cualquier acción legítima o ilegítima. Un dirigente sindical cuenta con garantías legales contra 
cualquier acto ilegítimo o ilícito que se emprenda en su perjuicio signado por el interés espurio de 
persecución, pero no tiene inmunidad ni puede válidamente invocar su condición de tal frente al orden 
jurídico, no puede excluirse especialmente frente a un sistema de normas cuya aplicación es obligatoria. 


Ante hechos con apariencia irregular, el inicio de una investigación administrativa es una obligación para el 
jerarca dado el carácter indisponible de las normas del procedimiento administrativo. Esto es pertinente 
destacarlo puesto que no se trata de una facultad del jerarca poner en marcha una investigación frente a 
hechos con apariencia irregular sino que es un mandato legal que no da margen al jerarca de un servicio y lo 
obliga a iniciar una investigación que como bien ha dicho la señora Presidenta y lo subrayo particularmente 
no constituye "per sé" una sanción de ninguna manera; tampoco lo es el sumario, sin perjuicio de que 
normalmente se lo relaciona con la sanción puesto que en la instrucción del sumario también puede estar 
dispuesta una sanción preventiva, que no es del caso. Hemos oído que aquí se habló de suspensión y de 
sanción siendo que no se han producido. No hay suspensión ni separación del cargo; simplemente se ha 
dispuesto la instrucción del sumario. 


También ha dicho la señora Presidenta que de no haber cumplido con la obligación se habría incurrido en una 
clara ilicitud y sería precisamente el Instituto el que estaría en falta. Por lo tanto vuelvo a subrayar, para que 
dentro del marco normativo legal el Instituto se maneje con total regularidad, debe no es una facultad dar 
inicio a la investigación administrativa. 


También es relevante poner sobre la mesa, desde una perspectiva jurídica y no escapa a la advertencia, que 
aquí tenemos un conflicto de derechos o de intereses. El Instituto, como rector, naturalmente debe proteger el 
interés superior del niño y no tiene alternativa así lo mandata la Convención y el Código de aplicar el 
principio de protección integral. 


Me parece importante señalar lo que la doctrina precisamente ha destacado está corroborado normativamente 
tanto en la Convención como en el Código en cuanto a que frente al conflicto de intereses o derechos, 
legítimos naturalmente cual es el de ejercer la libertad sindical, con todas las garantías que nuestro derecho 
positivo otorga así como el ordenamiento internacional, el principio de protección integral se debe imponer, 
porque así lo mandata la Convención. Voy a dar lectura al artículo 3%, que precisamente en forma expresa lo 
aplica: "En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas (...) 
las autoridades (...)" tendrán "una consideración primordial (...)" y que será atender "el interés superior del 
niño". Aquí se utiliza el término primordial que en la definición del diccionario enciclopédico Salvat se 
establece: primitivo, primero, principio fundamental de cualquier cosa. 


Esto nos lleva necesariamente a ahondar un poco más acerca de qué es lo que sucede jurídicamente cuando se 
encuentran en situación de conflicto dos intereses o derechos que están protegidos por el sistema jurídico 
tanto internacional como nacional. En nuestro país estamos obligados, tanto por la Convención como por el 
Código, a dar prioridad al interés superior del niño. Por supuesto que esa es una actitud de principio de las 
autoridades del Instituto y que, naturalmente, en forma complementaria delegan a los especialistas de la 


División Jurídica para que tomen conocimiento del caso y comiencen una investigación ante la apariencia de 
hechos irregulares. 


El bien jurídico protegido, como dije, es el interés superior del niño y particularmente su derecho a la 
imagen. Tenemos elementos de juicio confirmados en el expediente administrativo en el que consta que dos 
funcionarios manifiestan de forma expresa haber entregado a los medios las fotografías. Aquí la cuestión 
puntual que interesa al Instituto, con relación a la investigación administrativa interna que realiza, es la 
eventual responsabilidad que emerge de dicha conducta. Como sostiene María Balsa Cárdenas en algunas 
cuestiones sobre el derecho a la propia imagen, la imagen "forma parte de otros derechos personalísimos y 
contiene la facultad de prohibir fijaciones, reproducciones o publicaciones de imagen que puedan suponer la 
invasión a la paz o a la tranquilidad de la vida privada de las personas, independientemente de que exista 
lesión al derecho a la identidad". En el mismo sentido, la doctrina española define el derecho de niños, niñas 
y adolescentes a la propia imagen como "la posibilidad de que ellos mismos puedan controlar" ellos mismos 
puedan controlar; lo subrayo "la captación, reproducción o publicación que se haga de su imagen (...)". En los 
hechos que estamos investigando, no existe ningún elemento que indique siquiera la posibilidad de que 
hubiese habido una eventual autorización que, en todo caso, habría sido sumamente relativa por tratarse de 
adolescentes en situación de privación de libertad. 


Tenemos que ir a las normas que eventualmente habrían sido vulneradas. En mi informe al Directorio, 
oportunamente fundamenté lo siguiente. A través de la difusión de las imágenes que hemos visto todos en los 
medios, se contribuyó causalmente a la asociación de los adolescentes internados en el INAU con la idea de 
peligrosidad, incrementando así la negativa percepción dominante en la sociedad. Con la entrega de las 
fotografías a los medios, robusteció la estigmatización de los adolescentes internados en el INAU como 
conjunto, al identificarlos con la violencia y la peligrosidad ante la opinión pública. Asimismo, contribuyó a 
la posible identificación de los adolescentes, a través de difusión de fotografías de personas y de lugares que 
conjuntamente con las declaraciones de familiares a algunos de esos medios, diera como resultado la 
identificación. 


Como ha expresado con claridad la sentencia N* 7, del 2 de febrero de 1995, del Juzgado Letrado de Primera 
Instancia en lo Civil de 17” Turno, en principio, toda transgresión al honor, a la intimidad y a la imagen de la 
persona por medios masivos de comunicación debe ser reputada antijurídica, salvo que medie causa de 
justificación. El principio de protección integral de los derechos de los niños, de consagración expresa en 
nuestro derecho, constituye un impedimento jurídico absoluto para otorgarle validez o juridicidad a un acto 
que en sí mismo lesiona el derecho personalísimo a la imagen de los adolescentes afectados a través de la 
apropiación y la difusión pública. 


El artículo 16 de la Convención está relacionado con lo que vengo de decir desde mi punto de vista y desde el 
campo doctrinario y explícitamente nos dice: "Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en 
su vida privada. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques". Eso es lo 
que ha hecho la Dirección del Instituto al disponer una investigación administrativa ante la difusión pública 
de imágenes de esos chicos. 


Voy a citar el artículo 40, que también considero vulnerado: "Los Estados Partes reconocen el derecho de 
todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales (...) a ser tratado de manera acorde con el 
fomento del sentido de la dignidad y el valor. (...) los Estados Partes garantizarán, en particular" me importa 
destacar el numeral vii) "Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento". 
Está claro, desde la perspectiva de la Convención que hacer públicas esas imágenes o entregarlas a la prensa, 
lo que equivale obviamente a su publicación, vulnera las normas de la Convención y no se queda allí, 
también las reglas de Naciones Unidas para la protección de menores privados de libertad, adoptadas por su 
Asamblea General el 14 de diciembre de 1990. La regla N* 87 específicamente establece: "En el desempeño 
de sus funciones, el personal de los centros de detención deberá respetar y proteger la dignidad y los derechos 
humanos fundamentales de todos los menores y, en especial: (...) Cuando tenga motivos para estimar que 
estas Reglas han sido gravemente violadas o puedan serlo, deberá comunicarlo a sus autoridades superiores". 
Eso no fue realizado. Todo el personal deberá respetar el derecho de los menores a su intimidad, 
particularmente. También considero que ha sido vulnerada esta norma específica que mandata nuestro país, 
dada su ratificación. 


El Código de la Niñez y la Adolescencia establece en su artículo 3”: "Todo niño y adolescente tiene derecho a 
las medidas especiales de protección que su condición de sujeto en desarrollo exige por parte de su familia, 
de la sociedad y del Estado". Asimismo, en su artículo 6” establece que el criterio específico de interpretación 
e integración es el interés superior del niño. Para su interpretación se deberá tener en cuenta siempre el 
interés superior del niño y adolescente, que consiste en el respeto de los derechos inherentes a su calidad de 
persona humana. En consecuencia, este principio no se podrá invocar para menoscabo de tales derechos. 
Finalmente, el artículo 11, relativo al derecho a la privacidad de su vida, dice: "Todo niño y adolescente tiene 
derecho a que se respete la privacidad de su vida. Tiene derecho a que no se utilice su imagen en forma 
lestva, ni se publique ninguna información que lo perjudique y pueda dar lugar a la individualización de su 
persona". 


En resumen, y para no continuar con una lista de normas que para nosotros, desde una perspectiva jurídica, 
han sido vulneradas, destaco puntualmente la necesidad de aplicar el principio de protección integral como 
una obligación del Instituto, porque es un mandato de la Convención y del Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Especialmente, como enseña la doctrina, cuando coliden o existe un conflicto jurídico entre 
dos derechos protegidos por el ordenamiento, el Instituto no tiene alternativa, debe hacerlo reitero que es una 
obligación y un mandato de la Convención y del Código priorizando, porque es un principio de integración 
primordial como dice el texto, y su significado en el diccionario no admite dudas, es el primer y fundamental 
principio que debe aplicar. 


Y quiero destacar que se ha tenido especial cuidado porque se entiende que se trata un terreno sensible; el 
Instituto y este Directorio en particular no solo respetan las normas de protección y garantía del ejercicio de 
la libertad sindical, sino que lo actúan en forma permanente, sostenida, como una herramienta que forma 
parte del elenco de instrumentos que se entiende necesario la práctica así lo ha demostrado a lo largo de estos 
años para una pacífica convivencia con los funcionarios agremiados, para adelantar, para avanzar, para lograr 
acuerdos. 


Sin embargo, las personas físicas que integran un sindicato, o aun lo dirigen, también son funcionarios 
públicos y, por ende, sujetos de derechos y obligaciones a las que no escapan por su condición de tales. Es 
necesario desglosar con cuidado ambos terrenos y tener la claridad suficiente en el enfoque de no confundir y 
no mezclar; sin perjuicio de los derechos de los dirigentes sindicales al ejercicio pleno de la libertad sindical, 
sin que la misma se vea perjudicada, también y al mismo tiempo, en función de la existencia de esas 
obligaciones en su carácter de funcionarios públicos, el Instituto tiene el deber, la obligación, como mandato 
legal no solo de origen nacional, sino también internacional por la ratificación de los Tratados que ha 
realizado nuestro propio Parlamento, de encauzar las investigaciones administrativas que sean necesarias, 
cualquiera sea el sujeto que haya tomado parte de las mismas, porque allí no se está observando si es o no un 
dirigente sindical, sino un funcionario público dependiente y sujeto a las mismas obligaciones. Como dije 
anteriormente, no existe un estatuto especial que confiera inmunidad, del mismo modo que los legisladores y 
los diplomáticos; sí existe un cúmulo de normas que garantiza contra actos ilegítimos signados por el interés 
espurio de perseguirlos. No es el caso, claramente. Hay elementos de juicio suficientes, fundamentalmente de 
raíz jurídica, que indican y no queremos adelantarnos que aquí han ocurrido situaciones irregulares que 
vulneran el bien jurídico protegido fundamental, que es el interés superior del niño. De ahí que se haya 
encauzado esto como se lo ha hecho. 


Muchas gracias. 
SEÑORA CASTRO.- Quiero hacer algunas precisiones. 


La primera es con respecto a las fotos, para los que no las hayan visto. Algunas de estas fotos muestran 
muchachos durmiendo en el piso. Resalto esto: muchachos durmiendo y en el piso. Estas fotos corresponden 
al centro "El Puente", que fue habilitado en determinado momento y luego clausurado en el año 2008, para 
pasar a otro tipo de modalidad y habilitación. Reitero que los muchachos estaban dormidos. Y voy a explicar 
por qué esto es importante. 


En la versión taquigráfica, que como hoy señalé la Comisión de Legislación del Trabajo tan gentilmente nos 
hizo llegar, hay una serie de afirmaciones que nos interesa señalar hoy acá ante los integrantes de ambas 
Comisiones. 


A folio 2 se afirma que el objetivo de tomar las fotos y darlas a publicidad era mostrar "en qué condiciones 
quedan muchas veces producto de los actos de violencia que se dan en los lugares en los que trabajamos", y 
sigue la afirmación. 


En realidad, lo que nos interesa señalar es que desde el 2005 en adelante hemos hecho una compilación un 
poco más breve las autoridades del SUINAU solo dos veces se preocuparon por las violaciones a los 
derechos de los niños. Una de esas situaciones ocurrió recientemente, en el año 2010, en el Hogar SER, ante 
la denuncia que hizo un funcionario a las autoridades de SEMEJL, y el sindicato la hizo suya, investigación 
que está en trámite. Quiero resaltar que esto tuvo una dificultad para las propias autoridades, pero igual se 
lleva adelante. Digo esto porque el procedimiento de uso es que el informe de urgencia lo debe hacer el 
propio Director del Centro, y la persona que estaba siendo indicada como que había cometido una falta era, 
precisamente, su Director. Sin embargo, el sindicato y el funcionario que hizo la denuncia demoraron varios 
días en hacerla llegar a las autoridades. 


Y voy a poner el otro ejemplo. Para ello voy a pedir nuevamente la ilustración del doctor Pérez Vilche. Esta 
situación, en la interna de los propios funcionarios, es conocida como "el episodio de la carpa". Quizás 
algunos integrantes de estas Comisiones pertenecientes al movimiento sindical antes conozcan este hecho. Se 
trata de la investigación y posterior sumario que se hizo a tres funcionarios por abuso, violencia y violación 
de los derechos humanos de los gurises de la Colonia, a un punto tal que luego de haberse efectuado la 
investigación administrativa y los sumarios correspondientes se resolvió la destitución de los tres 
funcionarios e, inclusive, en algunos casos, fueron acusados de tortura. 


En esta situación, el sindicato toma el tema, defendiendo a estos funcionarios y se instala la carpa, 
protestando ante el Directorio del momento por la decisión que se había tomado. 


Se recusa por parte del sindicato, de esta gente, la decisión tomada, y ahora sí quiero que el doctor Pérez 
Vilche nos aclare la última resolución dictada por el TCA, que nos ha llegado hace muy pocos días. 


SEÑOR PEREZ VILCHE.- Antes de referirme a la sentencia dictada por el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, quiero destacar una vez más que, con relación a la investigación administrativa que se 
está llevando a cabo así como en el sumario que se ha dispuesto según corresponde, en el 
procedimiento están integradas absolutamente todas las garantías del sistema nacional de derecho, en 
el que las partes pueden hacer sus descargos, expresar sus defensas y, por supuesto, producir toda la 
prueba. 


En ese expediente sumarial, naturalmente, se dieron todas las garantías de defensa para los funcionarios. 


En ese sentido, recientemente el Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha confirmado plenamente la 
resolución tomada por el INAU con relación estos funcionarios, convalidando y rechazando la acción de 
nulidad que oportunamente estos funcionarios habían interpuesto contra la resolución. Esto ratifica, refrenda 
y respalda la prolijidad, corrección y legitimidad de todos los pasos cumplidos en el marco de dicha 
investigación y posterior sumario, habida cuenta de la existencia contundente de pruebas de violación de los 
derechos humanos de los chiquilines, pese a lo cual se desató, como dijo la señora Presidenta, un conflicto 
que trascendió, por supuesto, la interna del propio Instituto, abordando los medios y siendo noticia durante un 
muy largo período, donde la opinión pública recibió desde todos los lugares una difusión extraordinaria de 
este hecho. Yo quiero destacar porque eso no va a ser objeto de atención por parte de la prensa, en particular 
de los noticieros en horarios centrales que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, nuestro máximo 
órgano jurisdiccional en materia de justicia administrativa, ha refrendado, en forma plena, lo actuado por el 
Instituto. 


SEÑORA CASTRO.- Como también se plantea a modo de afirmaciones que este Directorio, sobre todo 
en la última parte de su gestión, ha dejado en situación de desastre al INAU y que no ha hecho nada 
ante los múltiples problemas, solicito autorización a los Presidentes de ambas Comisiones, integradas, 
para que mi asesor personal en Presidencia, señor Ángel Sánchez, haga una pequeña reseña de las 
investigaciones y estado de los sumarios, obviamente, sin identificarlos, para tener una idea aunque sea 
de cuáles han sido las preocupaciones de estas autoridades con relación a las situaciones de violencia, 
de violaciones de derechos. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- En estos días estuvimos investigando, resumiendo y acumulando información en 
lo que tiene que ver con la cantidad de sumarios y de investigaciones administrativas iniciados en el 
período 2005-2009. 


Desde el 2009 hasta ahora se han tomado no menos de veinticinco de resoluciones vinculadas con sumarios 
algunas con separaciones del cargo y otras en proceso de investigación y sucede otro tanto en lo que va del 
2010. No podemos mencionar ni dar informaciones de los sumarios, pero sí podemos decir que estamos 
hablando de alrededor de veintidós sumarios que tienen que ver con separación del cargo y de 
investigaciones administrativas que se refieren concretamente a violación de los derechos de los gurises. Hay 
otros procedimientos que están en pleno proceso de investigación, que tienen que ver con situaciones 
irregulares y con fugas. 


Obviamente, durante la gestión de este Directorio se ha guardado celo en garantizar los derechos de los 
muchachos y también de los funcionarios, porque, como Instituto, hemos estado enfrentando situaciones de 
investigación vinculadas con Directores de algunos centros. Estos integrantes de la dirección de los hogares, 
que a veces son personal de confianza, también han sido investigado por distintos hechos. La maestra Castro 
recién reseñaba un caso, en que el sindicato acercó pruebas para iniciar ese proceso de investigación. 
Inclusive, se ha tenido que explicar porque eso la gente no lo entiende fácilmente que el sumario también 
constituye una garantía de la inocencia de las personas cuando son investigadas por la División Jurídica del 
INAU. 


Este ha sido el proceder de este Directorio, al cual quería hacer una somera referencia. 


SEÑORA CASTRO.- Por otro lado siempre continuando con las precisiones relacionadas con la 
versión taquigráfica correspondiente, se afirma que este Directorio ha insistido o ha reiterado su 
conducta en términos antisindicales; y ponen como ejemplo muy importante la situación que llevó a 
decretar los servicios esenciales en el 2009. ¿Por qué? La afirmación dice que por una medida sindical 
no se dejó que se recibieran más jóvenes. ¡Bueno! Esto sí que merece detención para que sea explicado. 


En primer lugar, tenemos clara conciencia de la necesidad de generar más plazas y lugares, adecuadamente 
articulados, para nuestros jóvenes varones y mujeres. Ahora bien y pido disculpas de antemano por lo que 
voy a decir, porque parece tan obvio que no se necesitaría aclarar, y menos en este ámbito, pero como está 
afirmado de tal manera en la versión taquigráfica, quiero ponerlo de relieve quien resuelve qué muchachos 
van y qué tipo de medidas llevan, es decir, si es privación de libertad o medidas alternativas, es el sistema 
judicial. El INAU, lo único que debe hacer y no es pequeña cosa es instrumentar y tener a los jóvenes con 
medidas socioeducativas, cautelares, etcétera, o con medidas alternativas. El INAU, y las autoridades 
correspondientes en este caso, nosotros estaríamos incurriendo, ya no en una falta, sino en una gravísima 
falta si intentáramos sustituir al sistema judicial. Así como nosotros nos lo ponemos en primer lugar, no 
existe organización social ni sindical que pueda arrogarse el derecho a sustituir una decisión que es propia de 
un Poder del Estado como el Poder Judicial, y no se puede decir: "Acá no entran más muchachos", como se 
ha dicho. Porque se ha dicho: "No entran más muchachos". Entonces, se da la tristísima situación de que los 
gurises derivados por los señores jueces y las señoras juezas tienen que andar deambulando por ejemplo, 
dentro de la Colonia para ver si hay algún Director o Centro que, desoyendo el mandato sindical tomado en 
esos términos de sustituir al Poder Judicial, le permite ingresar. Esto, contado en otro lado, planteado en otro 
lugar, es casi como inconcebible. Por eso se llegó, sí, a solicitar al Poder Ejecutivo los servicios esenciales. Y 
felizmente, en veinticuatro horas, mostrando también una profunda voluntad de diálogo, a pesar de todos los 
hechos que se sucedieron más tarde, pediré al doctor Ferrando que los relate, se pudo llegar, en el marco de la 
negociación, a levantar los servicios esenciales. Pero acá no importó para nada la situación de los jóvenes y 
de las jóvenes; acá estaban otros intereses en juego. 


Por otro lado, en la misma versión taquigráfica, un integrante del PIT-CNT, dijo lo siguiente folio 6 de lo que 


m 


se nos ha enviado: "No hay denuncias escritas de la prensa que digan: 'Me las entregó «Fulano o Zutano»"". 


Solicito que se suspenda la toma de la versión taquigráfica a efectos de poder leer algunos párrafos del 
expediente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se suspende la toma de la versión taquigráfica. 


(Así se procede) 


——— Puede continuar la señora Presidenta del INAU, maestra Castro. 


SEÑORA CASTRO.- Hay un error conceptual. Se afirma que se recorrieron todos los caminos en 
forma correcta y que se había informado a las autoridades; las autoridades podrían haber sido tanto la 
señora Directora de los Programas Montevideo y Berro, como los dos integrantes de la Dirección de 
SEMEJI o alguno de los integrantes del Directorio. Ninguna de estas personas fue informada 
previamente de estos hechos. Pero si hubiésemos sido informados, igualmente no podíamos dar 
autorización alguna para que se difundiera por la prensa. Me parece que eso tiene que quedar claro. 
Acá hay un error conceptual. No se trata de si les dimos permiso o no, porque si nosotros hubiéramos 
otorgado una autorización para que se difundieran por la prensa, los que hubiésemos violentando el 
interés superior del niño y el derecho a la imagen como expresó tan claramente el doctor Pérez Vilche 
habríamos sido los integrantes de este Directorio. Simplemente, basta con preguntar a la gente de los 
grandes medios de comunicación y de los canales abiertos y se advertirá que este Directorio, con 
frecuencia lamentablemente, ha tenido que llamarles la atención y aplicarles sanción por la difusión, 
no solo de jóvenes con problemas con la ley penal juvenil, sino de otros jóvenes de los cuales, sin su 
autorización, se hace la difusión de sus imágenes. 


Por otro lado, como ya se explicó acá, en la versión taquigráfica folio 6 se dice por parte de la central de 
trabajadores algo que nos preocupa mucho: "A los malos trabajadores no se los va a defender”. Realmente, 
me parece que esto ameritaría una reflexión, porque esta dirección sindical ha tenido hechos como los de la 
conocida "carpa" entre comillas que ya narramos. 


Finalmente, como precisión de la versión taquigráfica, voy a decir algo que puede ser de detalle, pero no lo es 
tanto. Uno de los integrantes del PIT-CNT señala en el folio 8 de lo que se nos ha enviado: "[...] en el fin de 
una gestión de un Directorio, poner en el tapete elementos tan irritantes, tan violadores de los derechos de los 
trabajadores, de los derechos de los niños [...]", y sigue. La precisión que queremos hacer, en nombre del 
Directorio, es que, para nosotros, desde el punto de vista de nuestras obligaciones y responsabilidades, 
estemos al principio, al medio o al final de una gestión, no le hace al asunto: la responsabilidad es la misma. 
A nuestro juicio, sería de alta irresponsabilidad que por estar terminando un mandato uno dijera: "Que pase lo 
que pase", o bien, en términos de boliche: "Hagamos la plancha". En realidad, esa es una afirmación por lo 
menos poco feliz. Por otro lado, esto no es una violación de los derechos de los niños, sino que constituye, 
precisamente, un intento de salvaguardarlos. 


Señor Presidente: intentando hacer un cierre de esta presentación del tema, quiero que el doctor Ferrando dé 
un panorama para poder contextualizar la relación existente entre el SUINAU y el Directorio del Instituto. 


SEÑOR FERRANDO.- Haciendo una referencia más a lo que se venía planteando, quiero señalar que 
con algunos de los argumentos presentados no estamos desconociendo los problemas estructurales y 
coyunturales del área de adolescentes en conflicto con la ley. Hay organismos independientes que han 
investigado e informado, señalando avances, dificultades y aspectos a corregir. Así lo ha hecho y es su 
función el Comité de los Derechos del Niño, coalición de organizaciones no gubernamentales y con 
estatus en las Naciones Unidas; la Comisión contra la Tortura de la cual todos conocimos hace poco el 
informe Novak y el Comité de Observadores, que reporta al Consejo Honorario Consultivo de los 
Derechos de la Infancia y la Adolescencia. Todos ellos son organismos independientes que han visitado, 
conocido y planteado observaciones y, en muchos casos, denuncias, que dieron lugar justamente a 
investigaciones administrativas o a sumarios, tal cual se han ido señalando. Cabe destacar que para 
hacer sus denuncias o para dar cuenta de las situaciones que se viven ninguno de estos organismos ha 
utilizado fotografías como medio. 


Por último, y a modo de una breve cronología, debo recordar que el 26 de febrero de 2009 renuncia Mateo 
Méndez a la Dirección del INTERJ, motivado por las múltiples dificultades para el funcionamiento del 
sistema. El desencadenante de esto fue la internación, por un pico de presión, del Director de la Colonia 
Berro a raíz de las reiteradas trabas para la aceptación de adolescentes en los Centros. Cuando me designaron 
como Presidente interino, el 27 de febrero, lo primero que hice fue convocar a todos los Directores de los 
Centros y a los representantes del SUINAU para dejar en claro la obligatoriedad de la institución de 


responder a lo que el sistema judicial dispusiera. En ese sentido, ya estaba acordado a nivel del Poder 
Ejecutivo que se iba a disponer de los servicios esenciales si así fuera necesario, lo que no ocurrió en vista de 
que hubo un reconocimiento y un acatamiento de la voluntad de Directorio del INAUÚ. 


El 16 de marzo asume la Presidencia la maestra y docente Nora Castro. El 20 de abril se da un hecho muy 
triste, que fue el motín del Centro Las Piedras, que llevó a un destrozo importante de las instalaciones y a la 
necesidad de albergar a los adolescentes durante algunas semanas en cuatro comisarías. Por una medida 
gremial, los funcionarios se negaron a hacer el acompañamiento de los muchachos, solamente a administrar 
la comida. Únicamente las maestras fueron quienes estuvieron dispuestas a recorrer las comisarías y a 
trabajar con los adolescentes allí internados. Hicimos una orden de servicio disponiendo que los funcionarios 
debían estar y acompañar a los adolescentes, la que no fue respetada. 


Por su parte, el 23 de abril, el SUINAU hace un paro general parcial por esta situación. Es recibido por el 
Directorio y acordamos algunas líneas de trabajo. Ese mismo día, en la tarde, habiéndonos reunido esa 
mañana, se desata un conflicto en el área de locomoción y transporte sin ningún tipo de aviso previo, 
planteando una serie de medidas que, entre otras cosas, obligó a contratar taxis para trasladar a niños y 
adolescentes discapacitados a los centros de estudio y buscar otras formas de resolver la atención de las 
denuncias que se recibían por la Línea Azul, además de la negativa a trasladar a familiares a la Colonia Berro 
el INAU dispone de un ómnibus a estos efectos y a realizar el traslado de una cuadrilla de obras que estaba 
trabajando contrarreloj para la reparación en el menor tiempo posible del Centro Las Piedras, a efectos de que 
los adolescentes pudieran alojarse nuevamente allí. 


Como si todo esto fuera poco, el 29 de abril se realiza una convocatoria urgente a una asamblea general del 
SUINAU para el martes 5 de mayo, para definir un plan de movilizaciones en contra de la rebaja salarial y en 
defensa de los puestos de trabajo que dice: "Ante anuncios de las autoridades de rebajar compensaciones, 
como el 20%, el 612, el recorte indiscriminado de horas extras, así como también la posibilidad de la no 
renovación de contratos con el fin de corregir un déficit de más de 40 millones de pesos en el rubro 0, que 
hace peligrar el pago de sueldos y aguinaldos en diciembre:". Difamación, injurias, quién sabe cuántas cosas 
más podríamos decir, tan parecido a esto que un año después vuelve a aparecer en la versión taquigráfica de 
la Comisión de Legislación del Trabajo, donde dice: " Sin embargo, hoy estamos con una institución 
realmente destrozada en la que, por ejemplo, en el rubro cero del INAU hay un déficit muy importante por el 
que estamos pidiendo una auditoría pública, pero externa," Estas son todas afirmaciones que no han tenido 
ningún sustento y que son absolutamente falsas. Hay un informe muy completo de la gestión del INAU, 
presentado el pasado 20 de noviembre con motivo del aniversario de la Convención de los Derechos de la 
Infancia y la Adolescencia, conjuntamente con el señor Presidente en aquel momento, doctor Tabaré 
Vázquez, en el que se da cuenta de que el INAU pasó de 2004 a 2009 de cuarenta y siete mil niños a más de 
sesenta y ocho mil, y que este incremento se hizo, sobre todo, en el área de la primera infancia; Allí se 
expresa también que el incremento presupuestal no fue de un 30% como se afirma en la Comisión: fue de un 
55% hasta 2008 y, cerrado el 2009, cercano al 70%. De esto, un 70% del incremento fue para inversiones. 
Solo en 2007 se ejecutaron $ 170:000.000 en inversiones, que suma más que lo destinado en los cinco años 
que fueron de 2000 a 2004, donde el total de la ejecución en inversiones fue de $ 123:000.000. 


Además de esto, el INAU renovó su plantilla y la acrecentó en casi un 25%. Pero, claro, estamos hablando 
del INAU, de los Centros CATE, de los clubes de niños, de los centros juveniles, del Programa Calle, de los 
centros de adicciones que se abrieron en este período y que eran inexistentes, del incremento de convenios 
bajo las distintas modalidades, de las doscientas plazas para internación psiquiátrica en diversas clínicas, de 
que se puso en marcha un sistema de atención contra la violencia, de que se han desarrollado nuevas 
modalidades de acogimiento familiar, se promovió la participación infantil y juvenil a través del PROPIA y 
se crearon Centros de Protección de Derechos en distintas localidades del interior del país, donde el INAU no 
estaba presente. Es el INAU real; no es la otra cara del INAU, como se dice a veces. El INAU real es todo 
esto e incluye al SEMEJL, donde se pasó de algo más de cuatrocientos funcionarios a cerca de setecientos. 
Hay más funcionarios de los que hubo en muchos años anteriores. 


En este 2009 tan conflictivo se inauguró el Centro Desafío para alojar a menores de quince años. El mismo 
día en que dábamos la buena noticia, con una inversión terminada de $ 7:000.000 y con un local en muy 
buenas condiciones, vemos el noticiero y notamos la campaña del SUINAU con fotos de distintas épocas y 
situaciones de las peores. Fue eso lo que nos llevó a la imposibilidad de tener un diálogo fecundo y a solicitar 
al PI-CNT y a COFE la participación en las negociaciones en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Ese fue el único camino posible para encarar tantos los problemas del SEMEJI como los conflictos de 
locomoción y transporte. Posteriormente y en las mismas situaciones, sin previo aviso, acuerdo ni diálogo en 
el Ministerio, se desata un nuevo conflicto en el área de la salud. Así ha sido esta difícil relación. 


Obviamente que agradecemos al PIT-CNT y a COFE la disposición que han tenido para encauzar muchos de 
estos temas. En este marco, a fines de 2009 se creó un grupo de trabajo integrado por funcionarios del INAU 
designados por el Directorio y por dirigentes del SUINAU y de COFE que hizo varios aportes para la mejora 
de las condiciones. Entre ellos, se habló de avalar y de respaldar el ingreso de funcionarios, algo que se 
realizó tal como lo explicó la maestra Castro. 


En la página web del INAU todos aquellos que tengan interés podrán encontrar el resumen del Informe de 
Gestión 2005-2009 así como la Memoria Anual que da cuenta de por qué creció nuestro Instituto, en dónde 
se invirtió y qué cosas se hicieron, a pesar de que queda mucho por hacer. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Aclaro al Directorio del INAU que la Comisión de Derechos Humanos fue invitada 
a esta sesión. Por lo tanto, estoy en carácter de la Comisión de Derechos Humanos y no copresidiendo 
la sesión de hoy. 


Quiero decir algunas cosas que parecen de rigor para poder ubicarnos en esta situación de la que tomamos 
conocimiento como consecuencia de la presencia del sindicato del INAU en la Comisión de Legislación del 
Trabajo. 


La comparecencia a la que se refiere en la versión taquigráfica de la Comisión de Legislación del Trabajo, 
que tuvo lugar en la Comisión de Derechos Humanos, data del 17 de junio de 2009. En esa sesión, el 
sindicato del INAU venía como una delegación más. Digo esto porque el método de trabajo que tiene la 
Comisión de Derechos Humanos implica que en el penúltimo miércoles del mes se reciban delegaciones, con 
un tiempo determinado. En esa circunstancia asistió el sindicato del INAU representado por los integrantes 
que se mencionan en la versión taquigráfica y, como bien se dijo acá algo que consta en la versión 
taquigráfica, se planteó que se traía una documentación para que fuera puesta en conocimiento de los 
integrantes de la Comisión de Derechos Humanos. 


Sinceramente, en la reunión de la Comisión nadie sabía de qué se trataba; se entregó un CD a la Secretaría y 
no tuvimos la oportunidad de saber qué contenía. Como de alguna manera los integrantes del sindicato 
explicaron cuál era la motivación que los traía a la Comisión motivación que podrá ser compartida o no por 
los integrantes de la Comisión de Derechos Humanos, finalizó la sesión con lo que se establece en la versión 
taquigráfica. De todos modos, hubo algunos comentarios de los integrantes del sindicato del INAU 
vinculados a un histórico planteo que hicieron en este Parlamento generalmente a través de la Comisión de 
Derechos Humanos, en el sentido de hablar acerca de cuestionamientos a la gestión. En más de una 
oportunidad, se vino al Parlamento para cuestionar la gestión del Directorio del INAU, a veces a través de la 
Comisión Especial de Población y Desarrollo. 


En la versión taquigráfica, a fojas 2, el señor Salaberry dice que lo que se está viviendo es la manifestación 
del fracaso de una gestión. Nosotros no podíamos hacer nada más que escuchar. Más adelante, el señor 
Salaberry expresa que querían dejar claro que no estaban en una situación de falencia generalizada porque no 
hubiera posibilidades reales de hacer las cosas bien, sino que quienes no podían hacer las cosas muy bien 
eran las autoridades que tomaban decisiones contradictorias. O sea que el planteo no era de derechos sino 
más bien de cuestionamiento a una gestión. Si nosotros vemos las competencias de una Comisión de 
Derechos Humanos por lo menos en lo que refiere a esta legisladora, en general, tuvimos como una cíclica 
solicitud del sindicato para plantear situaciones de esta naturaleza. También tuvimos la posibilidad de recibir 
al Directorio del INAU cuando lo consideramos conveniente, siempre y cuando las cuestiones tuvieran 
vinculación con los derechos, porque hay otras Comisiones en el Parlamento que se encargan de otros 
asuntos. 


Se terminó esa sesión con la versión taquigráfica que supongo que todos conocerán y se solicitó nuevamente 
la presencia del sindicato por parte de algún miembro de la Comisión a fin de seguir trabajando en esos 
temas. 


Hubo una segunda sesión en la que tres legisladoras de mi fuerza política en una actitud política no quedamos 
participando en la Comisión. Recuerdo que se comenzó a tratar el proyecto de ley de actuación ilegítima del 
Estado y que el segundo punto del orden del día era recibir nuevamente a la delegación del sindicato del 
INAU. Cuando concurrió el sindicato, el señor Diputado Espinosa no estaba presente lo nombro porque hoy 
se encuentra en esta Sala y la ex señora Diputada Gauthier preguntó dónde se encontraba el señor Diputado, 
principal interesado en seguir conversando con el sindicato. Resulta que el señor Diputado Espinosa estaba 
de viaje. Entonces, las tres legisladoras resolvimos que si el señor Diputado convocante no estaba, no tenía 
ninguna razón de ser que tuviera lugar una segunda aproximación a un tema que, a nuestro juicio, ya había 
sido suficientemente planteado. Eso motivó quiero decirlo porque tuvo repercusiones mediáticas aunque 
seguramente el fallo del TCA no las tendrá que en una columna de un medio de comunicación se hablara de 
la irresponsabilidad de algunas legisladoras que no habían concurrido a la sesión de ese día. 


Quiero informar que las legisladoras concurrieron eso consta en la versión taquigráfica y que por las causas 
que expliqué no se quedaron en Sala. Es más: yo hice un comunicado de prensa que, por supuesto, no fue 
recogido. Yendo al punto, en primer lugar, como integrante de la Comisión de Derechos Humanos, hago mías 
las palabras del asesor jurídico del Directorio del INAU en cuanto a que lo principal es la defensa de la 
protección integral y que esta, obviamente, debe imponerse. De esto se habla en los tratados internacionales, 
en las convenciones que nosotros aprobamos y, además, tiene que ver con lo que debe ser el trabajar de 
acuerdo con el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Quiero dejar sentado en la versión taquigráfica que en este momento también me hago cargo, como 
legisladora, de lo que estoy diciendo, como lo expresé en su momento y que también consta en la referida 
versión. También quiero decir que comparto algunos conceptos que se plantearon sobre el tema de la enorme 
responsabilidad que tenemos, como legisladores, de la defensa de esos derechos que consideramos 
primordiales. Por lo tanto, voy a seguir trabajando insistentemente para que ese sea el norte fundamental. 


Asimismo, quiero expresar que la invitación para visitar las instalaciones de la Colonia Berro se hace en 
circunstancias particularmente especiales pero que para los legisladores en este caso, para quien habla, que es 
integrante de la Comisión de Derechos Humanos es una acción que no necesita de invitaciones particulares 
de sindicatos o de Directorios, las cuales aceptamos gustosos y gustosas. En la Comisión de Derechos 
Humanos acabamos de recibir una invitación del Directorio seguramente mañana la daremos a conocer 
debido a la inquietud manifiesta de algunos legisladores por conocer o por recorrer la Colonia. Quiere decir 
que esta no es una actividad prefabricada sino que parte de la iniciativa de legisladores o del Directorio, que 
siempre ha tenido las puertas abiertas. Además, cuando viene el sindicato prácticamente dice: "Los invitamos 
a que vean tal y cual cosa". Los legisladores tenemos el deber, la obligación, el interés, de visitar no solo la 
Colonia Berro sino otros centros, como lo hemos hecho. También hay otros lugares en los que la Comisión de 
Derechos Humanos ha tenido una participación activa, por ejemplo, la visita al carcelaje como se dice 
vulgarmente de los Juzgados. Allí vimos algunas situaciones que nos parecieron complejas, sobre las cuales 
también mantuvimos contacto con el Directorio del INAU de manera informal y así fueron mejoradas y 
solucionadas. 


Quiere decir que el Parlamento o el Poder Legislativo, los legisladores en particular, podemos agradecer las 
invitaciones y hacernos cargo de ellas, pero sabemos que tenemos las puertas abiertas para ir a los diferentes 
lugares cuando pensemos que así debe ser. 


Asimismo, quiero expresar que yo no tenía demasiado claro a pesar de que ahora se me aclaró un poco el 
tema del material, lo del CD, porque en su oportunidad se entregó en Secretaría, pero cuando lo vi me pareció 
ser una especie de montaje. Acá se dice que son fotos e imágenes de varias épocas y de situaciones 
particulares; sinceramente, no sé hasta qué punto, como legisladora, tengo la capacidad de ubicar los 
diferentes lugares por la pintura, por el piso o por las frazadas que tienen los chicos que están en el piso, pero 
lo cierto es que quienes están en contacto con ellos sí la deben tener, de manera que me ahorran las preguntas 
que iba a formular en cuanto a cómo se podía haber obtenido ese material. 


Quiero decir una última cosa: es duro el informe de Manfred Nowak cuando concurrió a las cárceles, de 
alguna manera señala falencias e inclusive cuestiona algunos asuntos vinculados a la protección de los 
derechos de los chicos, pero no agrega material gráfico, por lo que creo que él toma en cuenta lo que acá se 
menciona y seguramente quienes difundieron el material no lo hicieron. 


Desde el punto de vista de esta legisladora, debo decir que ese material recién llegó a mis manos hace unos 
días, cuando lo solicitó a la Comisión de Derechos Humanos, que tiene la precaución de tener la 
documentación a disposición pero de no hacer la difusión cuando se considera que pueden estar vulnerados 
derechos de niños, niñas y adolescentes o de personas en general. 


¿Cómo se sigue desde el punto de vista de la Comisión de Legislación del Trabajo, en este caso con la 
Comisión de Derechos Humanos que fue invitada? Eso es algo que debemos seguir procesando, pero me 
hago cargo de compartir lo quiero decir que el hecho de iniciar una investigación por estas causas por parte 
del Directorio sea una obligación por lo planteado acá y también que una investigación no significa, en 
absoluto, una sanción, sino nada más que comenzar un proceso en el cual, como trascendió en el caso que se 
mencionaba anteriormente con la definición del TCA, la resolución oportunamente se analizará. 


En esta situación no visualizo que haya intereses contrapuestos de las mismas características; creo que la 
protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes reitero que comparto el planteo que se 
ha hecho está por encima, lo que no quiere decir que haya derechos de trabajadores que puedan ser 
violentados por alguna causa 


Teniendo en cuenta y razonando el tema como lo planteaba la Presidenta del INAU, en el sentido de que se 
está haciendo una investigación administrativa a personas físicas y no a una institución u organización 
gremial como tal, me hago cargo de que la defensa de los derechos de niños, niñas y adolescentes es una 
responsabilidad de todos y de todas y cada cual tiene que asumir, por ello, la responsabilidad de las acciones 
que lleva adelante. En ese caso, seguiremos escuchando lo que se diga, pero oportunamente me resultó 
bastante peculiar que en esa fecha, 17 de junio de 2009 digo la fecha y nada más que la fecha, se procediera a 
traer un material de esas características al Parlamento Nacional. 


SEÑOR PÉREZ.- ¿Con qué periodicidad el Directorio del INAU concurre en persona a la Colonia 
Berro? 


SEÑOR FERRANDO.- La Dirección de la Colonia Berro, al igual que la del resto de los centros, tiene 
su propia estructura jerárquica, de modo que la periodicidad con la que concurrimos a los distintos 
centros del INAU está pautada por la ocurrencia de algunos hechos en particular, por la realización de 
algún evento que así lo requiriera o a solicitud de los propios Directores. Por lo tanto, esto no tiene 
predeterminada una frecuencia, sino que es algo que se da, por ejemplo, ante las visitas también de los 
organismos antes mencionados, eventos festivos, situaciones de conflicto, inauguración de centros o de 
mejoras. 


SEÑOR ESPINOSA.- En primer lugar, ya estoy un poco grande para entrar en algunos juegos 
políticos, por lo tanto, voy a evitar responder en este ámbito, ya que lo haré en el lugar que 
corresponda, algunas apreciaciones que tienen que ver con nuestra actuación en la Comisión de 
Derechos Humanos en cuanto a las convocatorias al sindicato del INAU y al Directorio del INAU. Hoy, 
felizmente, sí puedo intercambiar opiniones porque en la Comisión que integro existen determinadas 
interpretaciones que hacen que podamos tener un fructífero diálogo como este. 


En segundo término, quiero decir que esperaba otra cosa. Realmente, acá lo que se está haciendo es una 
defensa cerrada sobre los aspectos y no se está yendo a la cuestión de fondo, que son las irregularidades y 
violaciones a los derechos humanos que están ocurriendo permanentemente en la Colonia Berro. 


Cuando se habla por ahí y se hace hincapié en la necesidad de mayor cantidad de recursos humanos, yo me 
pregunto cuándo va a parar esto. En cinco años se han contratado más de mil funcionarios. No tengo la 
cantidad exacta porque es costumbre del Directorio del INAU no responder los pedidos de informes. Esa sí es 
una gravísima irregularidad y quiero que quede constancia en la versión taquigráfica: el Directorio del INAU 
no responde los pedidos de informes. Entonces, quiero dejar en claro que esto parece ser una bola de nieve: 
más funcionarios, más funcionarios, más funcionarios. Algunos entran por concurso, otros, directamente, 
como los guardias especializados en contención, aunque se ve que no han cumplido bien su rol; las fugas 
siguen dándose como si fuera algo normal. Y seguimos pidiendo mayor cantidad de recursos humanos. 
¿Dónde están los más de mil que se han contratado? ¿Qué tarea están haciendo? 


En tercer lugar, quiero expresar que por ahí también se habla de si es correcto o legítimo mostrar fotos, pero 
nos alejamos nuevamente de la cuestión de fondo. ¿Esas fotos nos hablan realmente de la oscura realidad de 
Colonia Berro, de hogares, como el SER, cuyo inminente cierre se anunció en más de una oportunidad por 
las denuncias del Comité de los Derechos del Niño y la propia Ministra de Desarrollo Social ha sido la 
vocera sobre la necesidad imperante de cerrarlo, aunque hoy por hoy sigue funcionando, siendo un claro 
centro de violación de derechos humanos, lo que creo ha quedado constatado en más de una oportunidad? 


Yo celebro el celo que ha puesto el Directorio en iniciar esta investigación administrativa en relación a la 
exhibición de fotos que hacen al interior de Colonia Berro y de otros hogares y dependencias del INAUÚ. 
Quizás por desconocimiento, reitero, porque no se me responden los pedidos de informe, no he visto ese celo 
en otras áreas, en otros casos denunciados. Acá tengo el último pedido de informes que tiene que ver con la 
situación a la cual hacía referencia la señora Presidenta: la denuncia del Director del SER por supuestos 
malos tratos a un joven que se había fugado y fue recapturado. Creo que existen versiones de prensa al 
respecto e inclusive hemos tenido oportunidad de hablar con algún funcionario que ha expresado esta 
situación, pero recién hoy tomo contacto con el hecho de que se ha iniciado una investigación administrativa. 
Nunca me enteré de que se lo hubiera separado del cargo ante tan grave denuncia; por supuesto, existen las 
garantías del debido proceso. Mucho celo para un lado y quizás poco para el otro. 


En concreto, señor Presidente, siempre hemos estado con la mano tendida, siempre hemos querido hablar con 
el Directorio del INAU, siempre hemos canalizado nuestras inquietudes por la vía formal que es el pedido de 
informes. Las mayorías mandan; a veces no lo hemos podido hacer. Siempre hemos ido con propuestas. 
Recientemente planteamos en la Comisión de Derechos Humanos una convocatoria al Directorio del INAU 
para conocer sus necesidades porque, en definitiva, todos queremos que esto funcione bien puesto que se 
habla del principio de protección integral con tanto ahínco, reiteración y esfuerzo, pero yo también quiero 
proteger integralmente a toda la ciudadanía, a esa abuela o a ese abuelo que es víctima permanente de los 
arrebatos, delitos y atropellos que cometen menores que egresan o, lo que es peor, se fugan del INAU sin 
ningún tipo de rehabilitación. Yo quiero ser garante y protector de los derechos humanos de toda la sociedad 
que hoy por hoy está expuesta a una situación coyuntural en la que la minoridad en infracción con la ley, en 
lo que tiene que ver con los chicos que están en centros de rehabilitación del INAU, parece que no tienen 
ningún tipo de tratamiento adecuado. Según lo dice el Comité de los Derechos del Niño estas políticas socio- 
educativas son inadecuadas; los centros de contención son inadecuados. 


Entonces, uno habla de muchas gravedades y por una hora y media escucha el esfuerzo por la molestia, por la 
ilegalidad, por la irregularidad de la exhibición de fotos, pero yo no he escuchado ese mismo ahínco, esa 
misma preocupación por saber cómo vamos a controlar las fugas, cómo vamos a responderle al Parlamento 
Nacional los pedidos de informes. Por lo tanto, señor Presidente y discúlpeme, no nos vamos a prestar a 
algunos juegos; hay ámbitos para hablar y discrepar sobre algunos temas. Sí quiero dejar constancia en la 
versión taquigráfica que me preocupa mucho que he escuchado la gran preocupación sobre un tema puntual, 
pero no creo que sea molestia de la sociedad uruguaya ni de este Parlamento haber visto pública o 
visualmente una realidad que se constata día a día. 


SEÑOR SOUZA.- Gracias por permitirme hacer uso de la palabra; yo no integro esta Comisión, pero 
me amparo en el derecho de los legisladores de participar en las cuestiones parlamentarias. 


Hay cuestiones de estilo y de forma. Realmente estoy asombrado, absorto por la intervención que acabo de 
escuchar. Tenía entendido que el Directorio del INAU había sido convocado a esta Comisión de Legislación 
del Trabajo para poner en conocimiento que está generando un conflicto a nivel de prensa entre funcionarios 
y Directorio del INAU, a raíz de la disposición de una investigación o sumario. Ese es el motivo de la 
convocatoria del Directorio del INAU, así como lo referido a la situación de los funcionarios contratados. 
Eso hace, me parece, a la materia de esta Comisión. Ahora, escuché afirmaciones que realmente me dejan 
absorto. Estamos confundiendo todos los planos. 


Y en cuanto a no entrar en juegos políticos, está bien, pero acá somos viejos y nos conocemos. Afortunada o 
desafortunadamente, venimos de dos Legislaturas y nos conocemos. Entonces, con mucho respeto quiero 
precisar esto, porque si no, confundimos todos los planos. Podríamos hacer una gran sesión plenaria de todas 
las Comisiones. ¿Qué sentido tiene tener una Comisión de Derechos Humanos? ¿Qué sentido tiene tener una 
Comisión especial de Población y Desarrollo, que acaba de aprobarse nuevamente? Y cada vez que ha habido 
problemas de la más diversa índole en nuestra sociedad, se han tratado en las diversas Comisiones. Por tanto, 


convocar gente o instituciones a un debate, a una charla con las Comisiones sobre determinado tema para 
luego tomar eso como pivot e incursionar en el tema que se nos cante, me parece una falta de respeto por los 
invitados. 


Era lo que quería plantear, pero quiero aclarar que estamos dispuestos a dar el debate donde sea necesario. 


Con relación a la cuestión de estilo, quiero decir que cuando se invita a personas ajenas al ámbito 
parlamentario es para escucharlas y no para debatir con ellas. El debate político lo damos entre los 
legisladores y no con nuestros invitados. 


Gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una precisión. 


Cuando decidimos convocar al Directorio del INAUÚ, a raíz de la participación del sindicato en este ámbito 
hicimos llegar la versión taquigráfica de esa sesión, se nos solicitó por parte de integrantes de la Comisión de 
Derechos Humanos la posibilidad de asistir a esta reunión. 


Creo que los señores legisladores tienen todo el derecho de hacer los planteos que entiendan convenientes, 
pero de alguna manera nos parece que deberíamos centrarnos más allá de que al final haremos una propuesta 
de algún intento de camino hacia el futuro, porque nos parece que el área social que atiende el INAU y la 
preocupación del conjunto de la sociedad por abordar este tema merece transitar un camino común hacia el 
futuro en los temas que están aquí planteados y no entrar en debates que podrían desarrollarse en muchos 
ámbitos, pero nos parece que este no es el adecuado. 


Nosotros invitamos a los integrantes de la Comisión de Derechos Humanos aquí no hay dos Comisiones 
integradas, porque el pleno no lo votó, sino que hicimos la invitación a instancia de legisladores de la 
Comisión de Derechos Humanos y aspiramos a trabajar en un clima que nos permita avanzar en la 
comprensión de la situación, teniendo en cuenta la sensibilidad del problema que tenemos sobre la mesa, 
tratando de encontrar el camino que deberíamos transitar para poder abordar algunos de los temas que nos 
preocupan y sobre los que después haremos una intervención. 


SEÑORA CASTRO.- En nombre del Directorio y de la propia institución quiero hacer una aclaración. 


Ustedes nos convocaron para hablar sobre determinado tema; nosotros venimos y hablamos sobre eso. 
¿Quieren hablar de otra cosa? Ningún problema. Si hay necesidad y esta es la instancia, no tenemos ningún 
problema. Lo dije al inicio: nos interesa muchísimo hablar sobre política de infancia y adolescencia y sobre la 
gestión de la institución, inclusive no en términos presupuestales, pero ya que estamos, pasamos el aviso. 
Pero hoy estábamos convocados para hablar sobre este tema. Vamos a hablar en español antiguo: no le 
estamos sacando el cuerpo a otras temáticas. 


¿Queremos hablar de las llamadas salidas no autorizadas, que son las fugas? Perfecto; hablamos. ¿Queremos 
hablar de por qué esa cantidad de funcionarios? Podemos hablar de lo que sea. Sería bueno ver en la web el 
informe de gestión; allí hay algunos datos importantes. ¿Se quiere hablar de qué piensa el Comité? Sería 
bueno preguntarle al Comité; obviamente, también al INAU, pero ya que el informe lo hizo el Comité habría 
que preguntarle a ellos. Y así con uno y otro tema. El INAU no es solo SEMEJI. 


En INAU actualmente se atienden cerca de setenta mil chiquilines en relación directa. Los gurises privados 
de libertad, incluidos los que están fugados, son alrededor de quinientos. Esto no quiere decir que el Estado 
no tenga que ocuparse al máximo, así hubiera un solo chiquilín infractor. No quiere decir eso, pero tengamos 
idea de las situaciones. INAU es todo; como dijo muy bien Ferrando, no se trata de la otra cara del INAUÚ. 


De manera que no tenemos ningún inconveniente en hablar de ninguno de los otros aspectos; este Directorio 
no lo tiene y muy probablemente el próximo tampoco lo tendrá. Solo tienen que convocarnos. 


La otra aclaración que queremos hacer es con respecto a los pedidos de informes. La respuesta a los pedidos 
de informes llevan su tiempo, porque deben tener las debidas garantías, sobre todo cuando se está pidiendo 
información sobre una instancia de investigación administrativa. Cuando se hace una investigación 


administrativa no se está diciendo que tal persona tiene una responsabilidad grave, por más que la 
investigación o el sumario sea con separación preventiva. Por los derechos de las probables o posibles 
víctimas de las acciones y por los derechos de la persona que es investigada hay que ser cuidadoso desde el 
punto de vista legal. 


Con respecto a otros temas, como el de la protección integral de la ciudadanía en lenguaje común, de la 
abuela, del abuelo, de las personas, la institución también tiene posición doctrinal, pero supongo que todos 
ustedes, que pertenecen más directamente al mundo de los sectores políticos con representación 
parlamentaria y que han estado conversando en la Interpartidaria no sé si se llama exactamente así habrán 
tratado esos temas. A nosotros, como institución, todavía no nos llegó ninguna resolución, pero si hay que 
conversar, daremos nuestra opinión. No tenemos ningún problema en dar la opinión de la institución, no la 
opinión de un partido. 


Hay distintos tipos de problemas. Reitero: hoy nos convocaron para esto. Venimos y damos toda la 
información que nos parece pertinente y estamos a total disposición de cualquiera de las Comisiones 
integradas, con invitación, o en la modalidad que las señoras parlamentarias y los señores parlamentarios 
entiendan pertinente para hacerlo. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer uso de la palabra, pero no en mi calidad de Presidente. Iba a 
pedir a la señora Diputada Eguiluz que ocupara la Presidencia, pero se tuvo que retirar. 


Me voy a abstener de cualquier consideración sobre lo que opino acerca de las causas que llevaron a 
determinada situación de carácter social, agudizada en las últimas décadas, que estamos viendo reflejada en 
nuestros jóvenes y niños; me voy a abstener de analizar políticas económicas y sociales que se dieron en todo 
un período. 


Voy a tratar de referirme a los temas planteados, en primer lugar, con un reconocimiento al Directorio del 
INAU, no solo por brindarnos en forma detallada y pormenorizada su posición y los fundamentos de las 
decisiones que han tomado, sino por una labor de carácter permanente, consecuente, tendiente a lograr la 
protección integral de los derechos del niño. Creo que en ese marco el conjunto de la sociedad debe 
reconocer esa tarea y comprometerse para poder llevarla adelante en conjunto. 


Si bien hacemos ese reconocimiento en el plano del trabajo permanente, no compartimos en todos sus 
términos los planteos realizados en forma fundamentada y documentada. 


Aquí se ha dicho que el sindicato del INAU no recorrió los caminos adecuados. Yo creo que siempre es un 
camino adecuado buscar un vínculo con el Parlamento para plantear algunas situaciones. Así como tengo la 
plena convicción de que el Directorio tiende a dejar su mejor esfuerzo para superar los problemas y avanzar 
hacia una situación que redunde en mejores condiciones para los miles y miles de niños y adolescentes 
inscriptos en el INAU, también tengo la convicción de que los trabajadores organizados, no solo en SUINAU 
y en COFE, sino en el conjunto del movimiento sindical, han dado propuestas en las diferentes áreas para 
poder avanzar en ese tema. 


También se ha dicho que el hecho de ser dirigente sindical no otorga inmunidad. Estoy totalmente de 
acuerdo. Históricamente, los dirigentes sindicales de este país puede haber excepciones han adoptado una 
actitud de compromiso con la sociedad. 


En algunos informes que hemos leído se plantea que los dirigentes sindicales deberían haberse negado a 
cumplir con un mandato gremial. Al respecto queremos decir con absoluta claridad también lo hicimos 
cuando estaba el sindicato que entendemos que los dirigentes sindicales no solo tienen la facultad de cumplir 
con lo que mandatan los gremios, sino que tienen la obligación de hacerlo. Esto no quiere decir que se pueda 
avalar la violación de los derechos fundamentales de los niños; en absoluto, ni de los niños ni de ningún 
ciudadano. Pero creo que cuando un sindicato toma una decisión en este país hay una clara actuación en ese 
sentido, por lo menos en los últimos años, ya que en años anteriores hubo situaciones en las cuales los 
derechos sindicales en muchos casos directamente fueron violados, desconociendo las normas 
internacionales, en la medida en que su objetivo es tratar de mejorar las condiciones, tiene derecho a hacerlo. 


Desde nuestro punto de vista, el camino a recorrer, y para el cual ofrecemos nuestra mayor voluntad para 
trabajar en forma permanente, debe ser la instalación de una mesa de diálogo en la cual puedan coincidir las 
distintas propuestas para mejorar la situación de niños y adolescentes. No planteo esto simplemente para 
resolver la situación puntual de conflicto, que entendemos que hay que resolver, protegiendo los derechos del 
niño y del adolescente y, al mismo tiempo, respetando integralmente los derechos de los trabajadores 
sindicalizados, sino para acordar una medida de más largo aliento que se pueda anteponer a los problemas, 
marcando una estrategia, que creo que en muchos casos será coincidente, para saber cómo se mejoran las 
condiciones, que no se podrá hacer si este Parlamento no mejora el presupuesto de la institución, porque 
sinceramente, sin ser especialista en el tema, no considero que haya demasiado cantidad de funcionarios en el 
Instituto; creo que más bien están faltando funcionarios, técnicos y, en definitiva, un involucramiento del 
Parlamento en temas que son fundamentales para la sociedad. 


Quiero ser muy preciso: se debe recorrer un camino, sin que colidan estos dos derechos. No creo que los 
trabajadores estén desarrollando actividades contrarias a los derechos del niño. Tal vez haya que buscar una 
fórmula de diálogo mejor, pero estoy seguro de que se encontrará en los trabajadores las mismas intenciones 
y compromisos que tiene el Directorio del INAU. No tengo ninguna duda de que el PITECNT está para 
recorrer este camino, y así lo han planteado acá los dirigentes de la Convención Nacional de Trabajadores. 
Estoy seguro de que ese camino se va a recorrer. 


Pregunté al Directorio del INAU si se habían concretado sanciones o si lo que había era un informe jurídico y 
una investigación. En ese sentido, simplemente aspiro a que no haya sanciones y, por el contrario, se recorran 
caminos conjuntamente para avanzar. 


SEÑORA CASTRO.- En primer lugar, todo ciudadano tiene derecho a informar al Parlamento. El 
problema es si un ciudadano funcionario público o uno que no lo sea tiene derecho a tomar fotos de 
chiquilines y de chiquilinas y enviarlas a la prensa. En ese caso, me parece que hay un aspecto que 
quizás no haya quedado muy claro en nuestro informe. 


En segundo término, el señor Presidente propone crear una mesa de diálogo para proteger los derechos del 
niño y de los trabajadores sindicalizados. Conviene aclarar que desde el momento en que uno acepta esta 
responsabilidad es muy claro que asume defender los intereses y derechos de niños, niñas y adolescentes y, 
por tanto de acuerdo con el país que vivimos y por convicción propia de ambos integrantes de este 
Directorio, de los trabajadores uruguayos, previstos en la ley y la Constitución. Ahora, debe quedar 
absolutamente claro que una investigación administrativa o un sumario no se negocia; van por el camino que 
establece la División Jurídica, y por ese camino se pueden anteponer los recursos pertinentes. En ese sentido, 
dimos cuenta de una situación que llegó después de mucho tiempo al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. Es decir, existen muchos caminos, pero la negociación para que se levante y se anulen las 
actuaciones no es un camino, como lo planteó la delegación SUINAU, acompañada en ese momento por 
representantes de COFE y del PIT-CNT, que pedía directamente que se suspendieran estas actuaciones. No es 
posible. 


Personalmente y creo expresar la voluntad de quienes representamos a la institución, creo que sería muy sano 
y deseable conversar de las líneas políticas vinculadas con la infancia y adolescencia, su implementación y 
todo lo que tuviera que ver con estos aspectos. Probablemente tengamos distintas visiones, pero eso se puede 
y, diría, hasta se debe hacer. Sin embargo, una investigación administrativa ni un sumario pueden pasar por 
una mesa de negociación. 


Quiero dejar bien claro este concepto, porque no se trata de un capricho de este Directorio, de intransigencia. 
Si queremos, precisamente, dar las mayores garantías a denunciados y denunciantes y proteger los derechos 
del vulnerado y de quien está presuntamente vulnerando, tiene que recorrerse la vía jurídica. Luego habrá 
informes y se tomarán las resoluciones correspondientes, pero la vía jurídica es absolutamente 
imprescindible. No podemos interponer en medio de una actuación jurídica una mesa de negociación en la 
que se diga esta cosa va para un lado y esta otra para el otro. Creo que es necesario que quede bien claro este 
concepto. 


Pido disculpas porque quizás esta aclaración sobre y simplemente haya entendido mal. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Como voy a discrepar muy fuerte con algunos enfoques o, por lo 
menos, con algunos puntos de vista, quiero manifestar a quienes conozco, a la Presidenta Nora Castro 
y al doctor Pérez Vilche, compañero de tan difíciles épocas, mis mayores respetos y consideración. 
Aprecio mucho el trabajo que me consta han hecho a lo largo de su vida luchando. 


Dicho esto y salvando las diferencias que eventualmente puedan resultar en lo político, paso a analizar 
algunos temas que han estado implícitos y otros que creo que no lo están y que comenzaron a considerarse 
con el planteamiento que formuló el señor Diputado Puig y que creo que fue el motivo de la organización. 


En primer lugar, fui yo quien pedí al señor Diputado Puig que fuera convocado el sindicato del INAU y 
luego, acá mismo, el Directorio del INAU, no para salir en la prensa haciendo alharaca y marcando las 
diferencias, sino para marcar un tema que me resulta, por lo menos, preocupante. Me resulta preocupante, 
porque no tengo la sensación de que esto se deba discutir en términos jurídicos ni de que se trate de un 
problema legal. Además, algunas cosas me asombran. 


Hay un libro, de los que tengo de cabecera, de don Juan Pivel Devoto y su señora Ranieri, que se llama "La 
amnistía en la tradición nacional" y uno de los capítulos no recuerdo cuál comienza diciendo que "Tiempo 
hubo en el Uruguay en el que todos los ciudadanos tenían no solo el derecho, sino el deber de ser 
revolucionarios". 


Me parece que nosotros, cuando estamos analizando un problema derivado de una denuncia por la forma en 
que están siendo considerados algunos menores, si salimos a considerar si las fotos fueron publicadas o no, 
estamos enfocando mal el tema. Creo que lo estamos enfocando mal, sobre todas las cosas, porque la esencia 
no está ahí. A mí me da la impresión de que hay una actitud de pegar fuerte para ver si no se reacciona más y 
no se denuncia más. 


Espero que no lo sientan como un ataque, pero el hecho de decir que hay cosas que no se negocian me suena 
a pachequismo puro. Decir que con el sindicato no se van a tomar determinadas actitudes, es la postura de 
"Acá no perdemos ni una huelga". Yo no lo admito. Me parece que debemos tener la actitud política abierta 
para dialogar en todos estos temas como corresponde. 


Que quizás pueda discutirse si fue apropiada la publicación de ciertas fotos, sí, quizás pueda discutirse. Sin 
quizás. Puede discutirse, pero no es eso lo que está en el centro de la discusión. Acá hay un problema grande 
que el sindicato quiere denunciar, que está denunciando, y la reacción no es discutir si esas cosas son ciertas 
o no, sino si se están violando determinados derechos sindicales de los trabajadores. Yo creo que cuando los 
trabajadores toman determinadas medidas siempre lo hemos aceptado todos, al impulso de la propuesta de un 
sindicato, bajo su amparo, tienen derecho a denunciar ciertos hechos y no podemos mirarlo desde el punto de 
vista de si nos conviene o no, porque el día de mañana puede no convenirnos y quizás vayamos nuevamente 
al sindicato a plantear determinadas cosas con las que discrepamos, y lo haremos de la manera que nos salga. 
Y los trabajadores cuando se reúnen en una asamblea, las cosas les salen como les salen. Se pueden 
equivocar, pero lo hacen con total convicción en lo que sustentan. Y no me vengan a decir que, en este caso, 
los trabajadores tienen interés en dañar a los menores que están internados. ¡Por favor! ¡Y no me vengan a 
decir que esto fue hecho en medio de una campaña! ¿Para qué? ¿Para que ganara quién? ¿De qué estamos 
hablando? 


Vamos a entendernos. Yo acá no vengo a acusar de que, con mala fe, se esté actuando con relación a los 
menores, pero me parece que nosotros tenemos que dar un cauce apropiado a estos temas. 


Por lo pronto, a la Comisión de Legislación del Trabajo yo no vengo a reclamar, en este caso, que mejoren las 
condiciones de los menores, que por supuesto es lo que todos queremos, que vivan en forma apropiada y que 
de una vez se solucionen estos problemas que el país tiene desde hace tantos años; no alcanzaba con decir 
"Pongo buena fe y los arreglo". Pasaron cinco años y no se arreglaron. Y en esto toda la sociedad tiene 
responsabilidad; todos somos responsables de estos problemas que se están viviendo, que ojalá podamos 
solucionar y ojalá podamos elaborar una política de Estado al respecto. Por supuesto, eso lo compartimos 
todos; descuento que lo compartimos. Pero me parece que cuando venimos a esta Comisión de Legislación 
del Trabajo, invitamos al sindicato del INAU a hacer un planteo y escuchar qué es lo que está pasando, y 
convocamos al Directorio del INAU, no venimos a discutir un tema jurídico; para eso vamos al Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo y lo dejamos en manos de los trabajadores. Yo quiero una solución para un 


problema con gente que sé que está actuando de buena fe y que está defendiendo determinadas cosas en las 
que cree. ¿Cómo me van a decir que no se negocia un sumario? ¡Se negocian hasta amnistías y, cuando no 
me gustan, me sublevo contra lo que sea! ¿O ahora cambiaron las cosas? ¡Por favor! ¡Pero qué desfachatez! 


Sinceramente, señor Presidente, con todo el entusiasmo que pongo a mis palabras, quiero plantear, para 
centrar nuevamente este tema, que creo que debemos tratar de buscar una solución a un problema sindical, a 
determinados trabajadores que están teniendo un problema derivado de que han actuado de acuerdo con sus 
convicciones, en forma equivocada o no, pero no de mala fe. Si eso es así, creo que lo que debe hacer esta 
Comisión es lo que siempre ha hecho: buscar soluciones. Faltan dos días para que venga el señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social; a él también le vamos a pedir que se solucionen estos temas. 


A mí me parece que la libertad sindical siempre es libertad sindical: la del sindicalizado y la del no 
sindicalizado, la del que va al sindicato y denuncia determinadas cosas y la del que no va, no quiere ir, no 
quiere parar y no quiere ocupar, queriendo trabajar. Defiendo esa libertad en todas sus instancias. Así como 
creo que hay trabajadores que no pueden vulnerar el derecho de quienes quieren trabajar, también defiendo el 
derecho de los trabajadores que mediante medidas sindicales toman determinadas medidas valga la 
redundancia en la convicción de que ello redundará en un mejoramiento de la condición de vida de los 
menores, en este caso. Otra cosa no admito, porque poner intención de mala fe, es pasar a otro camino. 


Es cuanto tengo para decir, por ahora. 
SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero hacer una aclaración, porque quizás en este ámbito se nos entendió mal. 


Los trabajadores tienen derecho a hacer todas las denuncias que deseen, pero señalo lo voy a seguir 
sosteniendo que nosotros fuimos invitados a esta Comisión, en esta instancia, como integrantes de la 
Comisión de Derechos Humanos en ese marco estamos acá porque esta Comisión recibió un planteo 
vinculado con sanciones a trabajadores por una denuncia que oportunamente realizaron y que tuvo 
consecuencias que, a juicio del Directorio del INAU y de esta Diputada, violentan la protección de los 
derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes, en este caso varones que estaban en la Colonia Berro. 
Creo que ese es el tema. 


Adjudicar intenciones y usar calificativos, como fueron usados acá, es el derecho de quienes quieran hacerlo. 
En el caso de esta Diputada, no se utilizaron calificativos ni se adjudicaron intenciones; se ubicó la situación 
en su origen, y el origen estuvo en la Comisión de Derechos Humanos, en la fecha en que señaló esta 
Diputada. El tema, habiendo estado en esa Comisión, derivó a otra Comisión del Parlamento, pero como su 
génesis estuvo allí, hoy la Comisión de Derechos Humanos está acá. Seguramente, si la denuncia hubiera 
sido hecha en otra Comisión, tal vez los integrantes de esa otra Comisión habrían sido los invitados y 
cualquier Diputado o Diputada de este Parlamento, interesado o interesada en el tema habría venido a 
escuchar o a intervenir, si lo consideraba necesario. 


Entonces, nadie discute el derecho a hacer las denuncias correspondientes, pero las consecuencias de la 
forma en que se hacen esas denuncias tienen que internalizarse, de alguna forma, en quienes las hacen. En 
esa circunstancia, de alguna forma, creo que los derechos de los niños hoy adolescentes que están en ese 
material que fue difundido públicamente fueron vulnerados y me atengo a que el ámbito correspondiente 
deberá zanjarlo. 


Y voy a realizar una última aclaración, señor Presidente, porque este Parlamento, cuando las circunstancias lo 
han ameritado, ha tenido intervención en situaciones planteadas inclusive por el propio sindicato de INAUÚ. 
Creo que fue en el año 2006 no recuerdo bien, y perdone si me olvido de la fecha que se formó una mesa de 
trabajo en el ámbito de la Presidencia de la República, coordinada por el entonces Secretario de Presidencia, 
doctor Gonzalo Fernández, sobre una situación bastante compleja vinculada en ese caso con la entrega de 
llaves por parte de funcionarios del INAU, que fue laudada en una mesa de negociación, pero que no tenía 
que ver más que con zanjar una situación en la cual lo que se estaba buscando era una continuidad para el 
trabajo con esos niños y adolescentes que podían estar en una situación de precariedad motivada por esa 
famosa entrega de llaves. Esto concluyó en un acuerdo en el que participaron los partidos políticos presentes 
en la Comisión correspondiente de este Parlamento en ese momento, con lo cual, de alguna forma, se inició 
un camino para la contratación de personal y para aliviar algunas cuestiones que, a mi juicio, sí podían ser 
establecidas en una negociación interpartidaria. 


Entonces, quiero salvar esta circunstancia; de lo contrario, parecería ser que acá queda subliminalmente la 
idea de que hay quienes atribuyen intenciones y que quienes lo hacen después reciben calificativos, o no, 
porque no se sabe a quién o a quiénes van dirigidos. Yo no me siento receptora de ningún calificativo y si 
quieren calificarme no tengo ninguna dificultad en hacerme cargo de asumirlos o no. En última instancia, 
reitero: como integrante de la Comisión me voy a ceñir al por qué de mi comparecencia acá y no a otros 
temas que también estoy dispuesta a debatir en los ámbitos correspondientes. 


SEÑOR ITURRALDE.- Voy a ser muy breve. 


Simplemente, quiero decir que en ningún momento me referí a nada de lo expresado por la señora legisladora 
Payssé; solamente lo hice respecto a las referencias de quienes comparecen en el día de hoy. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quiero hacer unas pequeñas puntualizaciones. 


En primer lugar, celebro que nuestras intervenciones siempre generen debate, porque son francas y sinceras. 
Creo que nosotros tenemos el derecho de exponer nuestras opiniones, pese a la hilaridad que puedan 
ocasionar a alguno de los colegas. 


Quiero expresar algo, señor Presidente: considero que las cosas hay que decirlas. Todos tenemos puntos de 
vista distintos. Peor sería que nos fuéramos de acá y no dijéramos lo que pensamos. Expresamos lo que 
sentimos, y corregimos. Cuando puntualizamos sobre los pedidos de informes, el Directorio sabe muy bien 
que hay respuestas que están desde 2005, 2006, 2007. ¡Vaya si se estará tomando tiempo para analizar lo que 
responde!, que muchas veces es contradictorio, aunque ese es otro tema que hablaremos oportunamente y no 
en este ámbito. 


Sí quiero decir que, quizás no en un 100%, pero en su mayoría comparto lo expuesto por el señor Presidente, 
y creo que ese es el camino a recorrer. El Directorio tendrá una opinión diferente, no querrá transar 
absolutamente nada, dejará latente por ahí una observación subjetiva sobre los otros intereses en juego 
expresión que no he podido comprender, porque no ha quedado claro cuáles son los intereses en juego que 
tiene el sindicato; habrá que revisar la versión taquigráfica para ver en qué oportunidad se dijo, pero yo 
quiero decir que si de esto derivara en una sanción se va a crear un antecedente quizás cuestionable. ¿Qué va 
a pasar en el futuro? ¿Algún trabajador va a querer denunciar alguna irregularidad interna? ¿Algún sindicato 
se va a animar a denunciar o a exponer públicamente una cuestión a corregir? Yo creo que estamos 
transitando un camino muy peligroso. Por un lado, estamos frente a representantes políticos y del Gobierno 
que históricamente han levantado la bandera de la libertad sindical, de las denuncias, de las expresiones 
públicas y, hoy por hoy, hay una investigación administrativa que derivará en lo que sea, pero se deja en claro 
que no va a haber negociación posible. En definitiva, conforme a los argumentos que ha definido el asesor 
jurídico sobre la sanción, todos podemos prever cuál va a ser el desenlace de esto. La pregunta concreta que 
seguramente no se podrá responder hasta que no esté el fallo será saber en qué va a terminar esto, si este 
antecedente es bueno o es malo para la institución, si es bueno o es malo para el país sancionar de esta 
manera a quien denuncia. Quizás por allí pueda considerarse alguna cuestión que tiene que ver con la 
publicidad, pero no creo, señor Presidente, que se esté recorriendo el camino adecuado del diálogo, que esta 
instancia debería tener. 


SEÑOR PÉREZ.- Si bien soy legislador, voy a hablar desde un lugar que ocupamos en el pasado, ya 
que fuimos dirigentes sindicales, tanto del medio agrario como de la industria molinera. Una cosa 
teníamos clara: que para ganarnos el respeto de la patronal y de los trabajadores teníamos que ser el 
mejor trabajador. Y otra cosa que teníamos clara era que para que el sindicato tuviera respeto había 
cosas que eran indefendibles: no podíamos defender a un trabajador que robaba ni a un trabajador 
que fumaba donde se procesaban alimentos. 


Por lo tanto, desde mi punto de vista de dirigente sindical, a mí no me preocupa que se investigue y tampoco, 
llegado el caso con todas las garantías debidas, si se cometió una falta que desprestigia al sindicato, que esta 
sea sancionada. Defender un error puede ser grave. Hay sindicatos y sindicatos. Hay lugares en los que 
cuando uno es dirigente sindical y representa a una clase tiene doble responsabilidad, porque no solo 
defiende un salario, un puesto de trabajo: tiene la responsabilidad de qué es lo que está produciendo, lo que 
tiene entre sus manos. Acá no estamos produciendo harina, ni paredes, ni papas, ni boniatos. En el INAU 


nosotros estamos trabajando con los gurises más desgraciados de esta sociedad, los hijos de los marginados, 
los hijos de los trabajadores. Poco es el porcentaje que habita esos lugares que proviene de las clases 
pudientes. Entonces, tengo también la responsabilidad de velar por esos hijos orientales más desgraciados de 
esta nación, más allá de que esta nación los haya empujado a ser menores infractores. 


Es todo lo que tenía que decir, señor Presidente. 


SEÑOR OLIVERA.- Creo que nosotros, erróneamente, hemos entablado un debate entre libertad e 
impunidad. Hoy convocamos al Directorio del INAU por un planteo específico del sindicato y creo que 
toda esta información es muy esclarecedora del procedimiento a seguir frente al hecho puntual. Si 
quisiéramos entablar un debate más profundo, del tenor que ha tenido la discusión, debería llevarse a 
cabo en la sesión plenaria. Aquí empezamos a tocar todos los aspectos de responsabilidad del INAU 
cuando, en realidad, lo convocamos por un tema específico. 


Sin lugar a dudas, creo que a la Dirección que hoy asiste le debe de inquietar mucho el relacionamiento y el 
diálogo con su sindicato. El tema no es el contenido de la denuncia, sino el método y el procedimiento. Creo 
que lo que está en discusión no es el derecho de la organización, sino los deberes individuales, los limitados 
por la ley y garantizados por el debido procedimiento. Creo que se han transitado todos los caminos y que 
todos nosotros tenemos la libertad y la posibilidad de denunciar. El asunto pasa por cuáles son los 
mecanismos e instrumentos a utilizar. Considero que todos estamos limitados por leyes, normas, códigos y 
esos son los parámetros bajo los que nos debemos regir. Nada tiene que ver esto con las libertades sindicales 
y sus expresiones. Inclusive, quien les habla fue dirigente sindical y sabe, como todos, que cuando toma una 
medida asume la responsabilidad de sus consecuencias y su contenido. 


Muchos de nosotros hemos transitado caminos erróneos y hemos sido pasibles de sanción por la legislación 
vigente. Si nosotros queremos modificar algunos de estos aspectos debemos ir a la ley, a las normas y 
cambiarlas. No podemos exigirle a ningún organismo que su forma de regir no sean las leyes y las normas. 


Hoy hemos ahondado en la información y después haremos una valoración más precisa, con todos los 
elementos de comparación para llegar a alguna conclusión. Creo que le estamos errando el debate; no 
debemos batirnos entre libertad e impunidad, sino que todos debemos bregar por las garantías de los debidos 
procedimientos. Eso es lo que debemos considerar. A su vez, los sindicatos tienen los instrumentos legales y 
jurídicos para ampararse. De última, será la Justicia la que resuelva si efectivamente estuvo bien o mal el 
procedimiento. 


Vamos a insistir sí en el relacionamiento entre las partes, como es nuestro deber en nuestra calidad de 
parlamentarios, y no entrar en ese debate, que es una mascarada política y no es el tema que hoy nos 
convoca. 


SEÑOR ANDRADE.- En mi opinión, ante una situación delicada, contribuye poco incrementar los 
problemas. Esto es: someter a la historia de las diferentes visiones políticas estratégicas las causas de la 
exclusión social en particular de la infancia o la evaluación de los diferentes procesos de gestión. 


Lo que sí quiero reivindicar creo que el señor Presidente fue claro es que en cualquier momento del proceso, 
frente a la decisión de un colectivo de trabajadores, antes, durante o después vamos a tener que construir 
puentes para una salida negociada. En todo caso, el tema es escoger los mecanismos para saber cómo la 
Comisión puede contribuir en la construcción de esos puentes. Esto no quiere decir que escabullamos el 
debate acerca del rol de todos los actores sociales, políticos e institucionales en la contribución a un objetivo 
que debería ser de los de más amplio consenso y más alejado de la disputa menor, que puede servir para 
calmar una ansiedad pero contribuir poco en un sentido estratégico de sociedad, como es el tema de la 
atención de los gurises en situación más embromada. 


Ahora, en general, contribuye poco vincular estas circunstancias a los debates más generales para discursear. 
Tenemos una situación concreta, que es la denuncia que hace un gremio en particular la hacen compañeros, 
pero la define un gremio, que entra en contradicción con algunas normativas generales. Ya tenemos el lío 
instalado; podemos tenerlo ahora, después de una sanción o luego de cinco años de conflicto. En algún 
momento, de ese lío se sale construyendo una síntesis, que, en general, no es en blanco y negro. Creo que la 
contribución de la Comisión es para ayudar a que todas las partes integradas en este barullo entiendan que es 


necesario mirar simultáneamente, ya que difícilmente la salida de esta circunstancia conflictiva actual sea 
exclusivamente por la vía jurídica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me voy a permitir hacer uso de la palabra, aunque no a modo de síntesis, 
porque, seguramente, esta reunión puede tener varios resúmenes. 


En más de una oportunidad me vi tentado a bajar un poco los decibeles de la discusión porque como decía el 
señor Diputado Andrade si nos planteamos salidas en blanco y negro, o si cada uno de nosotros, como 
legisladores, nos planteáramos hipotéticamente arrimar agua a nuestro molino, se llegaría a una salida muy 
menor, que contribuiría poco a tratar de instalar las bases para un mejor relacionamiento, algo que me parece 
imprescindible para el objetivo superior planteado, que es la protección de los derechos de los niños y 
adolescentes. 


Tal vez habría que explorar la posibilidad de establecer una mesa de diálogo, donde la Comisión no se va a 
arrogar potestades de resolución o de arbitrar conflictos. Pero pienso que con el Directorio, el sindicato, la 
ayuda del PIT-CNT, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y con lo que pueda hacer esta Comisión, tal 
vez pueda propiciarse el mejor clima para avanzar en los temas de fondo. Si bien no este el ámbito propicio 
para buscarle alternativas, la problemática de fondo es motivo de una preocupación común del Directorio lo 
ha demostrado permanentemente y estoy convencido que también de los trabajadores. 


Entonces, la propuesta es buscar las bases para tratar de transitar un camino que permita encontrar la mejor 
salida para esta situación. Insisto: acá no se está planteando negociar la gestión del Directorio; nos 
planteamos la posibilidad de tender puentes para resolver esta situación. No sería nuevo buscar una forma de 
negociación que ubique mejor a las partes para acometer el objetivo de fondo. No sería nuevo en el Uruguay; 
no sería nuevo para el INAU, para el movimiento sindical ni para los Directorios de los organismos de este 
país. 


Corresponde poner esta Comisión a disposición del Directorio, del sindicato y del PIT-CNT para transitar en 
procura de este objetivo. 


SEÑOR ITURRALDE.- Apoyo lo planteado por el señor Presidente. 


Me gustaría que antes de irse, el Directorio nos diera una idea de si tenemos alguna posibilidad de realizar 
alguna mediación. o si va a haber alguna actitud de resolver el tema únicamente en torno a las normas 
legales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es la propuesta. Entendemos el hecho de que el Directorio pueda 
necesitar ámbitos para resolver al respecto, como institución, y luego comunicarlo a la Comisión. El 
objetivo es poder transitar en un camino de soluciones. 


SEÑOR FERRANDO.- Entendemos que sí, que eso sería lo más conveniente. Además, no es 
desconocido para nadie que en los próximos días se va a designar el nuevo Directorio del INAU. Eso 
implica una transición desde el punto de vista de la Dirección del organismo, que en este tema como en 
tantos otros deberá buscar la forma de seguir trabajando y resolver los problemas. 


Tomaríamos el planteamiento de la Comisión y en los próximos días daríamos una respuesta formal que 
contemple lo que suponemos será una nueva designación de los integrantes del Directorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia y esperamos un pronto retorno respecto de esta 
propuesta. 


(Se retira de Sala el Directorio del INAU) 


——— Como ustedes saben, fue planteado el desarchivo y se obtuvo la autorización del plenario para debatir el 
proyecto referido a "Contribuciones especiales de seguridad social generadas por empresas unipersonales. 
Derogación del artículo 178 de la Ley N* 16.713". 


Todos partimos de la base de que va a ser un tema muy opinable, porque ya se han adelantado diferentes 
posiciones por parte de legisladores algunos de los cuales no son integrantes de esta Comisión y el asunto 
será discutido en este ámbito. Simplemente, la intención es que nos pongamos de acuerdo en los mecanismos 
que vamos a utilizar para la discusión, por ejemplo, si se va a plantear la comparecencia de instituciones, 
organizaciones y demás para que den su opinión pensamos en el Banco de Previsión Social, en el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, en el movimiento sindical y seguramente en las diferentes cámaras, ya que no 
nos parece adecuado plantear nuestra posición, fundamentarla, que otro fundamente la suya, y elevarlo así, 
sino que quisiéramos hacerlo de la forma más documentada posible. ¿Hay ideas al respecto? 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Lo que dijo el señor Presidente en cuanto a hacer una ronda de 
consultas, me parece bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que podríamos elaborar una lista de instituciones y organizaciones, 
y escuchar las diferentes posiciones para luego instalar una discusión ya más de lleno en el ámbito de la 
Comisión. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quizás deberían concurrir las Facultades, no las Universidades. 


La duda más grande que me queda no es solo acerca de la conveniencia de este proyecto de ley, sino lo que 
sucede con los trabajadores que realmente son unipersonales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ellos no son tocados por el artículo 178. Es más: hay una separación; existe 
una legislación particular para las unipersonales en el ámbito rural, hay otras de industria y comercio 
y solo una parte corresponde a lo que nosotros entendemos como relaciones de dependencia 
encubierta. Quien realiza un trabajo independiente, como el sanitario, el electricista, va a poder seguir 
con su empresa unipersonal. Este proyecto no afectaría estas situaciones; van a seguir existiendo 
empresas unipersonales, es decir, las que verdaderamente lo son. 


Nos estuvimos asesorando al respecto, pero de todas maneras me parece bueno llamar a este ámbito a los 
diferentes actores para que puedan dar su opinión sobre el tema. 


SEÑORA EGUILUZ.- Me parece bien el mecanismo planteado por el señor Presidente, aunque 
tendríamos que ir viendo desde ya algunos actores que, sin haber sido tenidos en cuenta, podrían 
sumarse a esta discusión; es muy amplio el panorama de empresas unipersonales que hay en nuestro 
país que se verían vinculadas y afectadas por este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si están de acuerdo, podríamos hacer una lista tentativa: BPS, 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cámaras empresariales, PP-CNT. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No hay que olvidarse de la ANMYPE y tampoco del instituto de 
derecho tributario y laboral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo, en la primera quincena de junio podríamos dedicar dos 
jornadas para citar a todas estas delegaciones, para luego poder abocarnos al debate de este tema con 
más elementos. 


SEÑOR VIDALÍN.- Hoy quedó demostrado el buen espíritu que existe en esta Comisión y se ve que 
difiere del que hay en otras en cuanto a relacionamiento interpartidario y ganas de hacer cosas. 


En ese sentido, me gustaría plantear a los compañeros para ir entrando de a poco en el tema, en junio o julio, 
lo relativo a la reglamentación del artículo 57 de la Constitución de la República. Es un tema de toda la vida 
que nunca se ha llevado a la práctica. Entonces, visto el espíritu reinante en esta Comisión y la preocupación 
de los diferentes partidos políticos por el tratamiento de este tema, creo que quizás nosotros, con tiempo, 
podríamos realizar la reglamentación e interpretación de ese artículo, buscando el consenso de los diferentes 
actores sociales, gremiales y políticos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es una propuesta muy concreta la del señor Diputado Vidalín y, si hay interés 
por ese tema, lo vamos a discutir en la Comisión. Tal vez no lleguemos a la intención del Diputado en 


cuanto a tener consensos, pero creo que es bueno discutirlo. Luego del tratamiento del artículo 178, 
empezaremos a tratar ese asunto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


